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1. POLÍTICAS DE IGUALDAD DE GÉNERO. LA LEY
ORGÁNICA 3/2007, DE 22 DE MARZO, PARA LA 
IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES

1.1. Introducción

La CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA, aunque se hizo en un momento en el 
que todavía no se había desarrollado la sensibilidad social que se da hoy en día, 
ya proclama en su artículo 1.1 como valor superior de su ordenamiento 
jurídico la IGUALDAD y en su artículo 14, que “Los españoles son iguales 
ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón 
de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social”.

Además a lo largo de su articulado, la igualdad aparece en distintas disposi-
ciones:

– El artículo 9.2 establece la obligación de los poderes públicos de promo-
ver las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los
grupos en que se integra sean reales y efectivas.

– El artículo 23 establece el derecho de los ciudadanos a acceder a las
funciones y cargos públicos en igualdad.

– El artículo 32.1 determina que “El hombre y la mujer tienen derecho a
contraer matrimonio con plena igualdad jurídica”.

– El artículo 35.1 establece el derecho al trabajo de todas las personas
señalando expresamente, que “en ningún caso puede hacerse discrimina-
ción por razón de sexo”.

En el ámbito de la UNIÓN EUROPEA han sido numerosas las directi-
vas, recomendaciones, resoluciones y decisiones relativas a la igualdad de trato 
y oportunidades entre mujeres y hombres, habiéndose desarrollado igualmente 
diversos programas de acción comunitaria para la igualdad de oportunidades.

En España además, con el fin de terminar con las manifestaciones de dis-
criminación y promover la igualdad efectiva entre mujeres y hombres el Estado 
aprobó, como la norma más importante dentro de esta materia la Ley Orgáni-
ca 3/2007, de 22 de marzo, que constituye el marco de desarrollo del princi-
pio de igualdad de trato, incorpora sustanciales modificaciones legislativas para 
avanzar en la igualdad real de mujeres y hombres y en el ejercicio pleno de los 
derechos e implementa medidas transversales que inciden en todos los órdenes 
de la vida política, jurídica y social, a fin de erradicar las discriminaciones contra 
las mujeres.



La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad efectiva de muje-
res y hombres.

Esta ley orgánica, modifica todas las leyes estatales afectadas por la inclusión 
del principio de igualdad real, al tiempo que contempla un conjunto de medidas 
de carácter transversal, en todos los órdenes de la vida política, jurídica y social, 
dirigidas a: 

– La actuación de los poderes públicos.

– La política educativa y de salud.

– La acción de los medios de comunicación públicos o privados.

– El acceso a las nuevas tecnologías y la sociedad de la información.

– La política de desarrollo rural y de vivienda.

– La política cultural, de creación artística, deporte y cooperación al desa-
rrollo.

– La contratación y la concesión de subvenciones públicas.

– La política laboral, de empleo y de Seguridad Social.

– La función pública y cuerpos y fuerzas de seguridad.

– El acceso a los bienes y servicios.

– La organización de la Administración General del Estado.

Se trata de una “Ley Integral”, ya que abarca todas las esferas de actua-
ción: 

– PREVENCIÓN de conductas discriminatorias.

– PREVISIÓN de políticas activas para hacer efectivo el principio de igual-
dad, proyectando el principio de igualdad sobre todos los ámbitos en los
que pueda generarse o perpetuarse la desigualdad y aportando esa consi-
deración transversal.

– DELIMITACIÓN DE CRITERIOS DE ACTUACIÓN para todos los poderes
públicos.

– ESTABLECIMIENTO DE MEDIDAS DE PROMOCIÓN de igualdad efecti-
va en el ámbito privado, especialmente, en el de las empresas.

En cuanto a su estructura general, se trata de un texto amplio y complejo, 
con 76 artículos, distribuidos en un título preliminar y 8 títulos, y un elevado 
número de disposiciones. En concreto, recoge 26 disposiciones adicionales, 8 
transitorias, 1 derogatoria y 7 finales.



1.2. Objeto y ámbito de aplicación de la ley

La Ley Orgánica 3/2007 parte señalando que las mujeres y los hombres son 
iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes.

Así tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de opor-
tunidades entre mujeres y hombres, en particular mediante la eliminación de 
la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o condición, en 
cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, 
civil, laboral, económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 
9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una sociedad más democrática, más justa 
y más solidaria.

A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públi-
cos, regula derechos y deberes de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas 
como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y corregir en los sectores 
público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

Ámbito de aplicación

La Ley establece que todas las personas gozarán de los derechos derivados 
del principio de igualdad de trato y de la prohibición de discriminación por razón 
de sexo.

Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, 
física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que 
fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

1.3. El principio de igualdad y la tutela contra la 
discriminación

La Ley traspone al Derecho interno dos directivas comunitarias en 
materia de igualdad de trato:

– La Directiva 2002/73/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de
septiembre de 2002, relativa a la aplicación del principio de igualdad en
lo que se refiere al empleo, a la formación, a la promoción profesional y a
las condiciones de trabajo.

– La Directiva 2004/113/CE, del Consejo, de 13 de diciembre de 2004, por
la que se aplica el principio de igualdad en el acceso a bienes y servicios
de suministro.



El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres

El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia 
de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, 
las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado 
civil.

Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de 
las normas

La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un prin-
cipio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará 
en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas (supone el reconocimien-
to explicito de la transversalidad o mainstreaming).

Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la 
formación y en la promoción profesionales, y en las condiciones de trabajo

El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hom-
bres, aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se 
garantizará, en los términos previstos en la normativa aplicable, en el acceso al 
empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación profesional, en la 
promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y 
las de despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales 
y empresariales, o en cualquier organización cuyos miembros ejerzan una profe-
sión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas.

No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación 
necesaria, una diferencia de trato basada en una característica relacionada con el 
sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades profesionales concretas o 
al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito 
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y 
el requisito proporcionado.

Discriminación directa e indirecta

Se considera DISCRIMINACIÓN DIRECTA POR RAZÓN DE SEXO 
la situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser 
tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable. (Art. 6.1)

Se considera DISCRIMINACIÓN INDIRECTA POR RAZÓN DE SEXO 
la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros 



pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas del 
otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetiva-
mente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha 
finalidad sean necesarios y adecuados. (Art. 6.2)

En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, 
directa o indirectamente, por razón de sexo.

Acoso sexual y acoso por razón de sexo (art. 7)

Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley 
constituye ACOSO SEXUAL cualquier comportamiento, verbal o físico, de na-
turaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar contra la 
dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, 
degradante u ofensivo.

Constituye ACOSO POR RAZÓN DE SEXO cualquier comportamiento 
realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de aten-
tar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.

Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por 
razón de sexo.

El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la 
aceptación de una situación constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de 
sexo se considerará también acto de discriminación por razón de sexo.

Discriminación por embarazo o maternidad

Se determina expresamente que constituye discriminación directa por ra-
zón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el embarazo 
o la maternidad.

Indemnidad frente a represalias

También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato ad-
verso o efecto negativo que se produzca en una persona como consecuencia de 
la presentación por su parte de queja, reclamación, denuncia, demanda o recur-
so, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el cumpli-
miento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias

Se establecen en la ley consecuencias jurídicas a las conductas discriminato-
rias. Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen 



discriminación por razón de sexo se considerarán nulos y sin efecto, y darán 
lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o indemnizacio-
nes que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en 
su caso, a través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la 
realización de conductas discriminatorias.

Acciones positivas

Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Po-
deres Públicos adoptarán medidas específicas en favor de las mujeres para 
corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los hombres. 
Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán 
de ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en 
cada caso.

También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de 
medidas en los términos establecidos en la presente Ley.

Tutela judicial efectiva

Con la Ley se establecen garantías de carácter procesal. Cualquier persona 
podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres 
y hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, 
incluso tras la terminación de la relación en la que supuestamente se ha produ-
cido la discriminación.

La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y 
contencioso-administrativos que versen sobre la defensa de este derecho corres-
ponden a las personas físicas y jurídicas con interés legítimo, determinadas en las 
Leyes reguladoras de estos procesos.

La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre 
acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Prueba

Se invierte la carga de la prueba pues la ley dispone que de acuerdo con las 
Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la 
parte actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, 
corresponderá a la persona demandada probar la ausencia de discrimi-
nación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instan-
cia de parte, podrá recabar, si lo estimase útil y pertinente, informe o dictamen 
de los organismos públicos competentes.



Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos 
penales.

1.4. Políticas públicas para la igualdad

En el Título II se establecen los principios generales de las Políticas pú-
blicas en materia de igualdad entre mujeres y hombres y se fijan los criterios 
de actuación de todos los poderes públicos 

1.4.1. Principios generales

Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos

Serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos:

1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad
entre mujeres y hombres.

2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el
conjunto de las políticas económica, laboral, social, cultural y artística, con
el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las diferencias retributivas,
así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los
ámbitos que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las
mujeres, incluido el doméstico.

3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públi-
cas en la aplicación del principio de igualdad de trato y de oportunidades.

4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas
electorales y en la toma de decisiones.

5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia
de género, la violencia familiar y todas las formas de acoso sexual y acoso
por razón de sexo.

6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las
mujeres de colectivos de especial vulnerabilidad como son las que perte-
necen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con disca-
pacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de
violencia de género, para las cuales los poderes públicos podrán adoptar,
igualmente, medidas de acción positiva. (Doble Discriminación)

7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la
sociedad de los efectos derivados del embarazo, parto y lactancia.



8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y
de la vida personal y familiar de las mujeres y los hombres, así como el fo-
mento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la atención
a la familia.

9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administra-
ciones públicas y los agentes sociales, las asociaciones de mujeres y otras
entidades privadas.

10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y
hombres en las relaciones entre particulares.

11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su
fomento en la totalidad de las relaciones sociales, culturales y artísticas.

12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán
de igual manera en la política española de cooperación internacional para
el desarrollo.

Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres

El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres 
informará, con carácter transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. 
Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma activa, en la adopción y 
ejecución de sus disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de 
políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas 
sus actividades.

Nombramientos realizados por los Poderes Públicos

Los Poderes Públicos procurarán atender al principio de presencia equili-
brada de mujeres y hombres en los nombramientos y designaciones de los cargos 
de responsabilidad que les correspondan.

Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades

El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado, aprobará 
periódicamente un Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades, que incluirá 
medidas para alcanzar el objetivo de igualdad entre mujeres y hombres y elimi-
nar la discriminación por razón de sexo.

Hoy en día el que está vigente es: El Plan Estratégico de Igualdad de 
Oportunidades 2014-2016 (en adelante PEIO).



Informe periódico

En los términos que reglamentariamente se determinen, el Gobierno elabora-
rá un informe periódico sobre el conjunto de sus actuaciones en relación con la 
efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres. De este informe 
se dará cuenta a las Cortes Generales.

El R.D. 1729/2007, de 21 de diciembre, es la norma por la que se regula la 
elaboración del Informe Periódico, relativo a la efectividad del principio de Igual-
dad entre mujeres y hombres 

Informes de impacto de género

Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de 
especial relevancia económica, social, cultural y artística que se so-
metan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar un informe 
sobre su impacto por razón de género.

Adecuación de las estadísticas y estudios

Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en la Ley y que se 
garantice la integración de modo efectivo de la perspectiva de género en su ac-
tividad ordinaria, los poderes públicos, en la elaboración de sus estudios y esta-
dísticas, deberán:

a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encues-
tas y recogida de datos que lleven a cabo.

b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que
posibiliten un mejor conocimiento de las diferencias en los valores, roles,
situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hom-
bres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a analizar.

c) Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios que permi-
tan el conocimiento de la incidencia de otras variables cuya concurrencia
resulta generadora de situaciones de discriminación múltiple en los dife-
rentes ámbitos de intervención.

d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas
variables incluidas puedan ser explotadas y analizadas en función de la
variable de sexo.

e) Explotar los datos de que disponen de modo que se puedan conocer las
diferentes situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres
y hombres en los diferentes ámbitos de intervención.



f) Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas existentes con
objeto de contribuir al reconocimiento y valoración del trabajo de las mu-
jeres y evitar la estereotipación negativa de determinados colectivos de
mujeres.

Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el ór-
gano competente, podrá justificarse el incumplimiento de alguna de las obliga-
ciones anteriormente especificadas.

Colaboración entre las Administraciones públicas

La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comuni-
dades Autónomas cooperarán para integrar el derecho de igualdad entre mujeres 
y hombres en el ejercicio de sus respectivas competencias y, en especial, en sus 
actuaciones de planificación. En el seno de la Conferencia Sectorial de la Mujer 
podrán adoptarse planes y programas conjuntos de actuación con esta finalidad.

Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el ejercicio de 
sus competencias y colaborarán, a tal efecto, con el resto de las Administraciones 
públicas.

Acciones de planificación equitativa de los tiempos

Con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre mujeres 
y hombres, las corporaciones locales podrán establecer Planes Municipales de 
organización del tiempo de la ciudad. Sin perjuicio de las competencias de 
las Comunidades Autónomas, el Estado podrá prestar asistencia técnica para la 
elaboración de estos planes.

1.4.2. Acción administrativa para la igualdad

La educación para la igualdad de mujeres y hombres

Se establecen medidas específicas en el ámbito de la educación para la 
igualdad de mujeres y hombres y la integración de este principio en la política de 
educación. 

El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los 
derechos y libertades fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunida-
des entre mujeres y hombres.

Asimismo, el sistema educativo incluirá, dentro de sus principios de calidad, 
la eliminación de los obstáculos que dificultan la igualdad efectiva entre mujeres 
y hombres y el fomento de la igualdad plena entre unas y otros.



Las Administraciones educativas garantizarán un igual derecho a la educa-
ción de mujeres y hombres a través de la integración activa, en los objetivos y en 
las actuaciones educativas, del principio de igualdad de trato, evitando que, por 
comportamientos sexistas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan 
desigualdades entre mujeres y hombres.

Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, desarrollarán, con tal finalidad, las siguientes actuaciones:

a) La atención especial en los currículos y en todas las etapas educativas al
principio de igualdad entre mujeres y hombres.

b) La eliminación y el rechazo de los comportamientos y contenidos sexistas
y estereotipos que supongan discriminación entre mujeres y hombres, con
especial consideración a ello en los libros de texto y materiales educativos.

c) La integración del estudio y aplicación del principio de igualdad en los cur-
sos y programas para la formación inicial y permanente del profesorado.

d) La promoción de la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los
órganos de control y de gobierno de los centros docentes.

e) La cooperación con el resto de las Administraciones educativas para el de-
sarrollo de proyectos y programas dirigidos a fomentar el conocimiento y
la difusión, entre las personas de la comunidad educativa, de los principios
de coeducación y de igualdad efectiva entre mujeres y hombres.

f) El establecimiento de medidas educativas destinadas al reconocimiento y
enseñanza del papel de las mujeres en la Historia.

En el ámbito de la educación superior, las Administraciones públicas en 
el ejercicio de sus respectivas competencias fomentarán la enseñanza y la inves-
tigación sobre el significado y alcance de la igualdad entre mujeres y hombres.

En particular, y con tal finalidad, las Administraciones públicas promoverán:

a) La inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de enseñanzas en
materia de igualdad entre mujeres y hombres.

b) La creación de postgrados específicos.

c) La realización de estudios e investigaciones especializadas en la materia.

La igualdad en el ámbito de la creación y producción artística e intelectual

Las autoridades públicas, en el ámbito de sus competencias, velarán por ha-
cer efectivo el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres en todo lo concerniente a la creación y producción artística e intelectual 
y a la difusión de la misma.



Los distintos organismos, agencias, entes y demás estructuras de las admi-
nistraciones públicas que de modo directo o indirecto configuren el sistema de 
gestión cultural, desarrollarán las siguientes actuaciones:

a) Adoptar iniciativas destinadas a favorecer la promoción específica de las
mujeres en la cultura y a combatir su discriminación estructural y/o difusa.

b) Políticas activas de ayuda a la creación y producción artística e intelectual
de autoría femenina, traducidas en incentivos de naturaleza económica,
con el objeto de crear las condiciones para que se produzca una efectiva
igualdad de oportunidades.

c) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en la oferta artís-
tica y cultural pública.

d) Que se respete y se garantice la representación equilibrada en los distintos
órganos consultivos, científicos y de decisión existentes en el organigrama
artístico y cultural.

e) Adoptar medidas de acción positiva a la creación y producción artística e
intelectual de las mujeres, propiciando el intercambio cultural, intelectual y
artístico, tanto nacional como internacional, y la suscripción de convenios
con los organismos competentes.

f) En general y al amparo del artículo 11 de la presente Ley, todas las accio-
nes positivas necesarias para corregir las situaciones de desigualdad en la
producción y creación intelectual artística y cultural de las mujeres.

Integración del principio de igualdad en la política de salud

Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán, en su formulación, 
desarrollo y evaluación, las distintas necesidades de mujeres y hombres y las 
medidas necesarias para abordarlas adecuadamente.

Las Administraciones públicas garantizarán un igual derecho a la salud de 
las mujeres y hombres, a través de la integración activa, en los objetivos y en las 
actuaciones de la política de salud, del principio de igualdad de trato, evitando 
que por sus diferencias biológicas o por los estereotipos sociales asociados, se 
produzcan discriminaciones entre unas y otros.

Las Administraciones públicas, a través de sus Servicios de Salud y de los 
órganos competentes en cada caso, desarrollarán, de acuerdo con el principio de 
igualdad de oportunidades, las siguientes actuaciones:

a) La adopción sistemática, dentro de las acciones de educación sanitaria, de
iniciativas destinadas a favorecer la promoción específica de la salud de las
mujeres, así como a prevenir su discriminación.



b) El fomento de la investigación científica que atienda las diferencias entre
mujeres y hombres en relación con la protección de su salud, especialmen-
te en lo referido a la accesibilidad y el esfuerzo diagnóstico y terapéutico,
tanto en sus aspectos de ensayos clínicos como asistenciales.

c) La consideración, dentro de la protección, promoción y mejora de la salud
laboral, del acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

d) La integración del principio de igualdad en la formación del personal al
servicio de las organizaciones sanitarias, garantizando en especial su capa-
cidad para detectar y atender las situaciones de violencia de género.

e) La presencia equilibrada de mujeres y hombres en los puestos directivos
y de responsabilidad profesional del conjunto del Sistema Nacional de
Salud.

f) La obtención y el tratamiento desagregados por sexo, siempre que sea
posible, de los datos contenidos en registros, encuestas, estadísticas u otros
sistemas de información médica y sanitaria.

Sociedad de la Información

La Ley determina la obligación del Gobierno de promover la plena incorpo-
ración de las mujeres en la Sociedad de la Información, mediante el desarro-
llo de programas específicos. 

Todos los programas públicos de desarrollo de la Sociedad de la Información 
incorporarán la efectiva consideración del principio de igualdad de oportunida-
des entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución.

El Gobierno promoverá la plena incorporación de las mujeres en la Sociedad 
de la Información mediante el desarrollo de programas específicos, en especial, 
en materia de acceso y formación en tecnologías de la información y de las 
comunicaciones, contemplando las de colectivos de riesgo de exclusión y del 
ámbito rural.

El Gobierno promoverá los contenidos creados por mujeres en el ámbito de 
la Sociedad de la Información.

En los proyectos del ámbito de las tecnologías de la información y la comuni-
cación sufragados total o parcialmente con dinero público, se garantizará que su 
lenguaje y contenidos sean no sexistas.

Deportes

Todos los programas públicos de desarrollo del deporte incorporarán la efec-
tiva consideración del principio de igualdad real y efectiva entre mujeres y hom-
bres en su diseño y ejecución.



El Gobierno promoverá el deporte femenino y favorecerá la efectiva apertura 
de las disciplinas deportivas a las mujeres, mediante el desarrollo de programas 
específicos en todas las etapas de la vida y en todos los niveles, incluidos los de 
responsabilidad y decisión.

Desarrollo rural

A fin de hacer efectiva la igualdad entre mujeres y hombres en el sector 
agrario, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y el Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales desarrollarán la figura jurídica de la titularidad com-
partida, para que se reconozcan plenamente los derechos de las mujeres en el 
sector agrario, la correspondiente protección de la Seguridad Social, así como el 
reconocimiento de su trabajo.

En las actuaciones encaminadas al desarrollo del medio rural, se incluirán 
acciones dirigidas a mejorar el nivel educativo y de formación de las mujeres, y 
especialmente las que favorezcan su incorporación al mercado de trabajo y a los 
órganos de dirección de empresas y asociaciones.

Las Administraciones públicas promoverán nuevas actividades laborales que 
favorezcan el trabajo de las mujeres en el mundo rural.

Las Administraciones públicas promoverán el desarrollo de una red de ser-
vicios sociales para atender a menores, mayores y dependientes como medida 
de conciliación de la vida laboral, familiar y personal de hombres y mujeres en 
mundo rural.

Los poderes públicos fomentarán la igualdad de oportunidades en el acceso a 
las tecnologías de la información y la comunicación mediante el uso de políticas 
y actividades dirigidas a la mujer rural, y la aplicación de soluciones alternativas 
tecnológicas allá donde la extensión de estas tecnologías no sea posible.

Políticas urbanas, de ordenación territorial y vivienda

Las políticas y planes de las Administraciones públicas en materia de acceso a 
la vivienda incluirán medidas destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad 
entre mujeres y hombres.

Del mismo modo, las políticas urbanas y de ordenación del territorio tomarán 
en consideración las necesidades de los distintos grupos sociales y de los diversos 
tipos de estructuras familiares, y favorecerán el acceso en condiciones de igual-
dad a los distintos servicios e infraestructuras urbanas.

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, fomentará el acceso a la vi-
vienda de las mujeres en situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las 



que hayan sido víctimas de la violencia de género, en especial cuando, en ambos 
casos, tengan hijos menores exclusivamente a su cargo.

Las Administraciones públicas tendrán en cuenta en el diseño de la ciudad, en 
las políticas urbanas, en la definición y ejecución del planeamiento urbanístico, la 
perspectiva de género, utilizando para ello, especialmente, mecanismos e instru-
mentos que fomenten y favorezcan la participación ciudadana y la transparencia.

Política española de cooperación para el desarrollo

Todas las políticas, planes, documentos de planificación estratégica, tanto sec-
torial como geográfica, y herramientas de programación operativa de la coopera-
ción española para el desarrollo, incluirán el principio de igualdad entre mujeres 
y hombres como un elemento sustancial en su agenda de prioridades, y recibirán 
un tratamiento de prioridad transversal y específica en sus contenidos, contem-
plando medidas concretas para el seguimiento y la evaluación de logros para la 
igualdad efectiva en la cooperación española al desarrollo.

Además, se elaborará una Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y 
hombres para la cooperación española, que se actualizará periódicamente a par-
tir de los logros y lecciones aprendidas en los procesos anteriores.

La Administración española planteará un proceso progresivo, a medio plazo, 
de integración efectiva del principio de igualdad y del enfoque de género en 
desarrollo (GED), en todos los niveles de su gestión, que haga posible y efectiva 
la aplicación de la Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres, 
que contemple actuaciones específicas para alcanzar la transversalidad en las 
actuaciones de la cooperación española, y la promoción de medidas de acción 
positiva que favorezcan cambios significativos en la implantación del principio de 
igualdad, tanto dentro de la Administración como en el mandato de desarrollo de 
la propia cooperación española.

Contratos de las Administraciones públicas

Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
a través de sus órganos de contratación y, en relación con la ejecución de los 
contratos que celebren, podrán establecer condiciones especiales con el fin 
de promover la igualdad entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, de 
acuerdo con lo establecido en la legislación de contratos del sector público.

Contratos de la Administración General del Estado

Anualmente, el Consejo de Ministros, a la vista de la evolución e impacto de 
las políticas de igualdad en el mercado laboral, determinará los contratos de la 



Administración General del Estado y de sus organismos públicos que obligato-
riamente deberán incluir entre sus condiciones de ejecución medidas ten-
dentes a promover la igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el 
mercado de trabajo, conforme a lo previsto en la legislación de contratos del 
sector público.

En el Acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrán establecerse, en 
su caso, las características de las condiciones que deban incluirse en los pliegos 
atendiendo a la naturaleza de los contratos y al sector de actividad donde se 
generen las prestaciones.

Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares la preferencia en la adjudicación de los contratos 
de las proposiciones presentadas por aquellas empresas que, en el momento 
de acreditar su solvencia técnica o profesional, cumplan con las directrices del 
apartado anterior, siempre que estas proposiciones igualen en sus términos a las 
más ventajosas desde el punto de vista de los criterios objetivos que sirvan de 
base a la adjudicación y respetando, en todo caso, la prelación establecida en el 
apartado primero de la disposición adicional octava del Texto Refundido de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 3/2011 de 14 de noviembre 

Subvenciones públicas

Las Administraciones públicas, en los planes estratégicos de subvenciones 
que adopten en el ejercicio de sus competencias, determinarán los ámbitos en 
que, por razón de la existencia de una situación de desigualdad de oportunida-
des entre mujeres y hombres, las bases reguladoras de las correspondientes sub-
venciones puedan incluir la valoración de actuaciones de efectiva consecución 
de la igualdad por parte de las entidades solicitantes.

A estos efectos podrán valorarse, entre otras, las medidas de conciliación de 
la vida personal, laboral y familiar, de responsabilidad social de la empresa, o la 
obtención del distintivo empresarial en materia de igualdad regulado en el Capí-
tulo IV del Título IV de la presente Ley.

1.5. Igualdad y medios de comunicación

El Título III de la Ley contiene medidas de fomento de la igualdad, en los 
medios de comunicación social, con reglas específicas para los de titularidad pú-
blica, así como instrumentos de control de los supuestos de publicidad de con-
tenido discriminatorio y previsiones de promoción de actuaciones que eviten la 



publicidad sexista. La ley, introduce obligaciones de los medios de comunicación 
social de titularidad pública y obligaciones de los medios de comunicación de 
titularidad privada. 

La igualdad en los medios de comunicación social de titularidad pública

Los medios de comunicación social de titularidad pública velarán por la 
transmisión de una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de mujeres y 
hombres en la sociedad, y promoverán el conocimiento y la difusión del principio 
de igualdad entre mujeres y hombres.

Corporación RTVE

La Corporación RTVE, en el ejercicio de su función de servicio público, per-
seguirá en su programación los siguientes objetivos:

a) Reflejar adecuadamente la presencia de las mujeres en los diversos ámbi-
tos de la vida social.

b) Utilizar el lenguaje en forma no sexista.

c) Adoptar, mediante la autorregulación, códigos de conducta tendentes a
transmitir el contenido del principio de igualdad.

d) Colaborar con las campañas institucionales dirigidas a fomentar la igual-
dad entre mujeres y hombres y a erradicar la violencia de género.

La Corporación RTVE promoverá la incorporación de las mujeres a puestos 
de responsabilidad directiva y profesional. Asimismo, fomentará la relación con 
asociaciones y grupos de mujeres para identificar sus necesidades e intereses en 
el ámbito de la comunicación.

Agencia EFE

En el ejercicio de sus actividades, la Agencia EFE velará por el respeto del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres y, en especial, por la utilización no 
sexista del lenguaje, y perseguirá en su actuación los siguientes objetivos:

a) Reflejar adecuadamente la presencia de la mujer en los diversos ámbitos
de la vida social.

b) Utilizar el lenguaje en forma no sexista.
c) Adoptar, mediante la autorregulación, códigos de conducta tendentes a

transmitir el contenido del principio de igualdad.
d) Colaborar con las campañas institucionales dirigidas a fomentar la igual-

dad entre mujeres y hombres y a erradicar la violencia de género.



La Agencia EFE promoverá la incorporación de las mujeres a puestos de 
responsabilidad directiva y profesional. Asimismo, fomentará la relación con aso-
ciaciones y grupos de mujeres para identificar sus necesidades e intereses en el 
ámbito de la comunicación.

La igualdad en los medios de comunicación social de titularidad privada

Todos los medios de comunicación respetarán la igualdad entre mujeres y 
hombres, evitando cualquier forma de discriminación.

Las Administraciones públicas promoverán la adopción por parte de los 
medios de comunicación de acuerdos de autorregulación que contribuyan al 
cumplimiento de la legislación en materia de igualdad entre mujeres y hombres, 
incluyendo las actividades de venta y publicidad que en aquellos se desarrollen.

Autoridad audiovisual

Las Autoridades a las que corresponda velar por que los medios audiovisua-
les cumplan sus obligaciones adoptarán las medidas que procedan, de acuerdo 
con su regulación, para asegurar un tratamiento de las mujeres conforme con los 
principios y valores constitucionales.

Igualdad y publicidad

La publicidad que comporte una conducta discriminatoria de acuerdo con 
esta Ley se considerará publicidad ilícita, de conformidad con lo previsto en 
la legislación general de publicidad y de publicidad y comunicación institucional.

1.6. El derecho al trabajo en igualdad de 
oportunidades

1.6.1. Igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito 
laboral

Programas de mejora de la empleabilidad de las mujeres

Las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos prioritarios au-
mentar la participación de las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la 
igualdad efectiva entre mujeres y hombres. Para ello, se mejorará la empleabili-
dad y la permanencia en el empleo de las mujeres, potenciando su nivel formati-
vo y su adaptabilidad a los requerimientos del mercado de trabajo.



Los Programas de inserción laboral activa comprenderán todos los niveles 
educativos y edad de las mujeres, incluyendo los de Formación Profesional, Es-
cuelas Taller y Casas de Oficios, dirigidos a personas en desempleo, se podrán 
destinar prioritariamente a colectivos específicos de mujeres o contemplar una 
determinada proporción de mujeres.

Promoción de la igualdad en la negociación colectiva

De acuerdo con lo establecido legalmente, mediante la negociación colectiva 
se podrán establecer medidas de acción positiva para favorecer el acceso de las 
mujeres al empleo y la aplicación efectiva del principio de igualdad de trato y no 
discriminación en las condiciones de trabajo entre mujeres y hombres.

1.6.2. Igualdad y conciliación

Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral

Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral se recono-
cerán a los trabajadores y las trabajadoras en forma que fomenten la asunción 
equilibrada de las responsabilidades familiares, evitando toda discriminación ba-
sada en su ejercicio.

El permiso y la prestación por maternidad se concederán en los términos pre-
vistos en la normativa laboral y de Seguridad Social.

Para contribuir a un reparto más equilibrado de las responsabilidades familia-
res, se reconoce a los padres el derecho a un permiso y una prestación por pater-
nidad, en los términos previstos en la normativa laboral y de Seguridad Social.

Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la 
igualdad

Elaboración y aplicación de los planes de igualdad

Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunida-
des en el ámbito laboral y, con esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas 
a evitar cualquier tipo de discriminación laboral entre mujeres y hombres, medi-
das que deberán negociar, y en su caso acordar, con los representantes legales de 
los trabajadores en la forma que se determine en la legislación laboral.

En el caso de las empresas de más de doscientos cincuenta trabaja-
dores, las medidas de igualdad a que se refiere el apartado anterior deberán 
dirigirse a la elaboración y aplicación de un plan de igualdad, con el alcance y 



contenido establecidos en este capítulo, que deberá ser asimismo objeto de ne-
gociación en la forma que se determine en la legislación laboral.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las empresas deberán 
elaborar y aplicar un plan de igualdad cuando así se establezca en el convenio 
colectivo que sea aplicable, en los términos previstos en el mismo.

Las empresas también elaborarán y aplicarán un plan de igualdad, previa ne-
gociación o consulta, en su caso, con la representación legal de los trabajadores 
y trabajadoras, cuando la autoridad laboral hubiera acordado en un procedi-
miento sancionador la sustitución de las sanciones accesorias por la elaboración 
y aplicación de dicho plan, en los términos que se fijen en el indicado acuerdo.

La elaboración e implantación de planes de igualdad será voluntaria para 
las demás empresas, previa consulta a la representación legal de los trabaja-
dores y trabajadoras.

Concepto y contenido de los planes de igualdad de las empresas

Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto ordenado de me-
didas, adoptadas después de realizar un diagnóstico de situación, tendentes a 
alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo.

Los planes de igualdad fijarán los concretos objetivos de igualdad a alcanzar, 
las estrategias y prácticas a adoptar para su consecución, así como el estableci-
miento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos fijados.

Para la consecución de los objetivos fijados, los planes de igualdad podrán 
contemplar, entre otras, las materias de acceso al empleo, clasificación profesio-
nal, promoción y formación, retribuciones, ordenación del tiempo de trabajo 
para favorecer, en términos de igualdad entre mujeres y hombres, la conciliación 
laboral, personal y familiar, y prevención del acoso sexual y del acoso por razón 
de sexo.

Los planes de igualdad incluirán la totalidad de una empresa, sin perjuicio 
del establecimiento de acciones especiales adecuadas respecto a determinados 
centros de trabajo.

Transparencia en la implantación del plan de igualdad

Se garantiza el acceso de la representación legal de los trabajadores y traba-
jadoras o, en su defecto, de los propios trabajadores y trabajadoras, a la infor-
mación sobre el contenido de los Planes de igualdad y la consecución de sus 
objetivos.



Lo previsto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del seguimiento 
de la evolución de los acuerdos sobre planes de igualdad por parte de las co-
misiones paritarias de los convenios colectivos a las que éstos atribuyan estas 
competencias.

Medidas específicas para prevenir el acoso sexual y el acoso por razón de 
sexo en el trabajo

Las empresas deberán promover condiciones de trabajo que eviten el acoso 
sexual y el acoso por razón de sexo y arbitrar procedimientos específicos para su 
prevención y para dar cauce a las denuncias o reclamaciones que puedan formu-
lar quienes hayan sido objeto del mismo.

Con esta finalidad se podrán establecer medidas que deberán negociarse con 
los representantes de los trabajadores, tales como la elaboración y difusión de 
códigos de buenas prácticas, la realización de campañas informativas o acciones 
de formación.

Los representantes de los trabajadores deberán contribuir a prevenir el acoso 
sexual y el acoso por razón de sexo en el trabajo mediante la sensibilización de 
los trabajadores y trabajadoras frente al mismo y la información a la dirección de 
la empresa de las conductas o comportamientos de que tuvieran conocimiento y 
que pudieran propiciarlo.

Apoyo para la implantación voluntaria de planes de igualdad

Para impulsar la adopción voluntaria de planes de igualdad, el Gobierno es-
tablecerá medidas de fomento, especialmente dirigidas a las pequeñas y las me-
dianas empresas, que incluirán el apoyo técnico necesario.

Distintivo para las empresas en materia de igualdad

El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales creará un distintivo para recono-
cer a aquellas empresas que destaquen por la aplicación de políticas de igualdad 
de trato y de oportunidades con sus trabajadores y trabajadoras, que podrá ser 
utilizado en el tráfico comercial de la empresa y con fines publicitarios.

Con el fin de obtener este distintivo, cualquier empresa, sea de capital público 
o privado, podrá presentar al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales un balan-
ce sobre los parámetros de igualdad implantados respecto de las relaciones de 
trabajo y la publicidad de los productos y servicios prestados.

Reglamentariamente, se determinarán la denominación de este distintivo, el 
procedimiento y las condiciones para su concesión, las facultades derivadas de 



su obtención y las condiciones de difusión institucional de las empresas que lo 
obtengan y de las políticas de igualdad aplicadas por ellas.

Para la concesión de este distintivo se tendrán en cuenta, entre otros criterios, 
la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de dirección y en 
los distintos grupos y categorías profesionales de la empresa, la adopción de 
planes de igualdad u otras medidas innovadoras de fomento de la igualdad, así 
como la publicidad no sexista de los productos o servicios de la empresa.

El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales controlará que las empresas que 
obtengan el distintivo mantengan permanentemente la aplicación de políticas de 
igualdad de trato y de oportunidades con sus trabajadores y trabajadoras y, en 
caso de incumplirlas, les retirará el distintivo.

Es el R.D. 1615/2009, de 26 de octubre, por el que se regula la concesión y 
utilización del distintivo “Igualdad en la Empresa”.

1.7. El principio de igualdad en el Empleo Público

La ley, en esta materia, establece unos criterios de actuación comunes a todas 
las Administraciones Públicas y establece medidas específicas de igualdad para 
la Administración General del Estado: 

1.7.1. Criterios de actuación de las Administraciones públicas

Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias 
y en aplicación del principio de igualdad entre mujeres y hombres, deberán:

a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de
discriminación con el fin de ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre
mujeres y hombres en el acceso al empleo público y en el desarrollo de la
carrera profesional.

b) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menosca-
bo de la promoción profesional.

c) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público
como a lo largo de la carrera profesional.

d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos
de selección y valoración.

e) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al aco-
so por razón de sexo.

f) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retri-
butiva, directa o indirecta, por razón de sexo.



g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus res-
pectivos ámbitos de actuación.

1.7.2. El principio de presencia equilibrada en la 
Administración General del Estado y en los organismos 
públicos vinculados o dependientes de ella

Titulares de órganos directivos

El Gobierno atenderá al principio de presencia equilibrada de mujeres y hom-
bres en el nombramiento de las personas titulares de los órganos directivos de 
la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o 
dependientes de ella, considerados en su conjunto, cuya designación le corres-
ponda.

Órganos de selección y Comisiones de valoración

Todos los tribunales y órganos de selección del personal de la Administración 
General del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de 
ella responderán al principio de presencia equilibrada de mujeres y 
hombres, salvo por razones fundadas y objetivas, debidamente moti-
vadas.

Asimismo, la representación de la Administración General del Estado y de 
los organismos públicos vinculados o dependientes de ella en las comisiones de 
valoración de méritos para la provisión de puestos de trabajo se ajustará al prin-
cipio de composición equilibrada de ambos sexos.

Designación de representantes de la Administración General del Estado

La Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o 
dependientes de ella designarán a sus representantes en órganos colegiados, co-
mités de personas expertas o comités consultivos, nacionales o internacionales, 
de acuerdo con el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo 
por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas.

Asimismo, la Administración General del Estado y los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella observarán el principio de presencia equi-
librada en los nombramientos que le corresponda efectuar en los consejos de 
administración de las empresas en cuyo capital participe.



1.7.3. Medidas de igualdad en el empleo para la 
Administración General del Estado y para los organismos 
públicos vinculados o dependientes de ella

Informe de impacto de género en las pruebas de acceso al empleo público

La aprobación de convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al em-
pleo público deberá acompañarse de un informe de impacto de género, salvo en 
casos de urgencia y siempre sin perjuicio de la prohibición de discriminación por 
razón de sexo.

Permisos y beneficios de protección a la maternidad y la conciliación de la 
vida personal, familiar y laboral

Sin perjuicio de las mejoras que pudieran derivarse de acuerdos suscritos 
entre la Administración General del Estado o los organismos públicos vinculados 
o dependientes de ella con los representantes del personal al servicio de la Ad-
ministración Pública, la normativa aplicable a los mismos establecerá un régimen 
de excedencias, reducciones de jornada, permisos u otros beneficios con el fin 
de proteger la maternidad y facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral. Con la misma finalidad se reconocerá un permiso de paternidad, en los 
términos que disponga dicha normativa.

Conciliación y provisión de puestos de trabajo

En las bases de los concursos para la provisión de puestos de trabajo se com-
putará, a los efectos de valoración del trabajo desarrollado y de los correspon-
dientes méritos, el tiempo que las personas candidatas hayan permanecido en las 
situaciones a que se refiere el artículo anterior.

Licencia por riesgo durante el embarazo y lactancia

Cuando las condiciones del puesto de trabajo de una funcionaria incluida 
en el ámbito de aplicación del mutualismo administrativo pudieran influir nega-
tivamente en la salud de la mujer, del hijo e hija, podrá concederse licencia por 
riesgo durante el embarazo, en los mismos términos y condiciones previstas en 
la normativa aplicable. En estos casos, se garantizará la plenitud de los derechos 
económicos de la funcionaria durante toda la duración de la licencia, de acuerdo 
con lo establecido en la legislación específica.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación durante el pe-
ríodo de lactancia natural.



Vacaciones

Sin perjuicio de las mejoras que pudieran derivarse de acuerdos suscritos 
entre la Administración General del Estado o los organismos públicos vinculados 
o dependientes de ella con la representación de los empleados y empleadas al
servicio de la Administración Pública, cuando el periodo de vacaciones coincida 
con una incapacidad temporal derivada del embarazo, parto o lactancia natural, 
o con el permiso de maternidad, o con su ampliación por lactancia, la empleada
pública tendrá derecho a disfrutar las vacaciones en fecha distinta, aunque haya 
terminado el año natural al que correspondan.

Gozarán de este mismo derecho quienes estén disfrutando de permiso de 
paternidad.

Acciones positivas en las actividades de formación

Con el objeto de actualizar los conocimientos de los empleados y empleadas 
públicas, se otorgará preferencia, durante un año, en la adjudicación de plazas 
para participar en los cursos de formación a quienes se hayan incorporado al 
servicio activo procedentes del permiso de maternidad o paternidad, o hayan 
reingresado desde la situación de excedencia por razones de guarda legal y aten-
ción a personas mayores dependientes o personas con discapacidad.

Con el fin de facilitar la promoción profesional de las empleadas públicas y 
su acceso a puestos directivos en la Administración General del Estado y en los 
organismos públicos vinculados o dependientes de ella, en las convocatorias de 
los correspondientes cursos de formación se reservará al menos un 40% de las 
plazas para su adjudicación a aquéllas que reúnan los requisitos establecidos.

Formación para la igualdad

Todas las pruebas de acceso al empleo público de la Administración General 
del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella con-
templarán el estudio y la aplicación del principio de igualdad entre mujeres y 
hombres en los diversos ámbitos de la función pública.

La Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados 
o dependientes de ella impartirán cursos de formación sobre la igualdad de trato
y oportunidades entre mujeres y hombres y sobre prevención de la violencia de 
género, que se dirigirán a todo su personal.

Protocolo de actuación frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo

Para la prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo, las Admi-
nistraciones públicas negociarán con la representación legal de las trabajadoras y 



trabajadores, un protocolo de actuación que comprenderá, al menos, los siguien-
tes principios:

a) El compromiso de la Administración General del Estado y de los organis-
mos públicos vinculados o dependientes de ella de prevenir y no tolerar el
acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

b) La instrucción a todo el personal de su deber de respetar la dignidad de las
personas y su derecho a la intimidad, así como la igualdad de trato entre
mujeres y hombres.

c) El tratamiento reservado de las denuncias de hechos que pudieran ser
constitutivos de acoso sexual o de acoso por razón de sexo, sin perjuicio
de lo establecido en la normativa de régimen disciplinario.

d) La identificación de las personas responsables de atender a quienes for-
mulen una queja o denuncia.

Evaluación sobre la igualdad en el empleo público

Todos los Departamentos Ministeriales y Organismos Públicos remitirán, al 
menos anualmente, a los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y de Admi-
nistraciones Públicas, información relativa a la aplicación efectiva en cada uno 
de ellos del principio de igualdad entre mujeres y hombres, con especificación, 
mediante la desagregación por sexo de los datos, de la distribución de su planti-
lla, grupo de titulación, nivel de complemento de destino y retribuciones prome-
diadas de su personal.

Plan de Igualdad en la Administración General del Estado y en los 
organismos públicos vinculados o dependientes de ella

El Gobierno aprobará, al inicio de cada legislatura, un Plan para la Igual-
dad entre mujeres y hombres en la Administración General del Estado y en los 
organismos públicos vinculados o dependientes de ella. El Plan establecerá los 
objetivos a alcanzar en materia de promoción de la igualdad de trato y oportu-
nidades en el empleo público, así como las estrategias o medidas a adoptar para 
su consecución. El Plan será objeto de negociación, y en su caso acuerdo, con 
la representación legal de los empleados públicos en la forma que se determine 
en la legislación sobre negociación colectiva en la Administración Pública y su 
cumplimiento será evaluado anualmente por el Consejo de Ministros.

Es el Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de enero de 2011, por el que 
se aprueba el I Plan de Igualdad entre mujeres y hombres en la Administración 
General del Estado y en sus Organismos Públicos.



1.8. Fuerzas Armadas

Respeto del principio de igualdad

Las normas sobre personal de las Fuerzas Armadas procurarán la efectividad 
del principio de igualdad entre mujeres y hombres, en especial en lo que se 
refiere al régimen de acceso, formación, ascensos, destinos y situaciones admi-
nistrativas.

Aplicación de las normas referidas al personal de las Administraciones 
públicas

Las normas referidas al personal al servicio de las Administraciones públicas 
en materia de igualdad, prevención de la violencia de género y conciliación de la 
vida personal, familiar y profesional serán de aplicación en las Fuerzas Armadas, 
con las adaptaciones que resulten necesarias y en los términos establecidos en su 
normativa específica.

1.8.1. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado

Las normas reguladoras de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
promoverán la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, impidiendo cualquier 
situación de discriminación profesional, especialmente, en el sistema de acceso, 
formación, ascensos, destinos y situaciones administrativas.

Las normas referidas al personal al servicio de las Administraciones públi-
cas en materia de igualdad, prevención de la violencia de género y conciliación 
de la vida personal, familiar y profesional serán de aplicación en las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, adaptándose, en su caso, a las peculiaridades 
de las funciones que tienen encomendadas, en los términos establecidos por su 
normativa específica.

1.9. Igualdad de trato en el acceso a bienes y 
servicios

El Título VI de la Ley está dedicado a la igualdad de trato en el acceso a bie-
nes y servicios, con especial referencia a los seguros.

Todas las personas físicas o jurídicas que, en el sector público o en el privado, 
suministren bienes o servicios disponibles para el público, ofrecidos fuera del 
ámbito de la vida privada y familiar, estarán obligadas, en sus actividades y en 



las transacciones consiguientes, al cumplimiento del principio de igualdad de 
trato entre mujeres y hombres, evitando discriminaciones, directas o indirectas, 
por razón de sexo.

Lo previsto en el apartado anterior no afecta a la libertad de contratación, 
incluida la libertad de la persona de elegir a la otra parte contratante, siempre y 
cuando dicha elección no venga determinada por su sexo.

No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, serán admisibles las 
diferencias de trato en el acceso a bienes y servicios cuando estén justificadas por 
un propósito legítimo y los medios para lograrlo sean adecuados y necesarios.

Protección en situación de embarazo

En el acceso a bienes y servicios, ningún contratante podrá indagar sobre la 
situación de embarazo de una mujer demandante de los mismos, salvo por razo-
nes de protección de su salud.

Factores actuariales

Se prohíbe la celebración de contratos de seguros o de servicios financieros 
afines en los que, al considerar el sexo como factor de cálculo de primas y pres-
taciones, se generen diferencias en las primas y prestaciones de las personas 
aseguradas.

Los costes relacionados con el embarazo y el parto no justificarán diferencias 
en las primas y prestaciones de las personas consideradas individualmente, sin 
que puedan autorizarse diferencias al respecto.

Consecuencias del incumplimiento de las prohibiciones

Sin perjuicio de otras acciones y derechos contemplados en la legislación civil 
y mercantil, la persona que, en el acceso a los bienes y servicios, sufra una con-
ducta discriminatoria, tendrá derecho a indemnización por los daños y perjuicios 
sufridos.

En el ámbito de los contratos de seguros o de servicios financieros afines, y 
además de las consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias, el in-
cumplimiento de la prohibición contenida en el artículo 71(factores actuariales) 
otorgará al contratante perjudicado el derecho a reclamar la asimilación de sus 
primas y prestaciones a las del sexo más beneficiado, manteniéndose en los res-
tantes extremos la validez y eficacia del contrato.



1.10. La igualdad en la responsabilidad social de las 
empresas

El Título VII contempla la realización voluntaria de acciones de responsabi-
lidad social por las empresas en materia de igualdad, que pueden ser también 
objeto de concierto con la representación de los trabajadores y trabajadoras, las 
organizaciones de consumidores, las asociaciones de defensa de la igualdad o los 
organismos de igualdad. Específicamente, se regula el uso de estas acciones con 
fines publicitarios.

En este Título, y en el marco de la responsabilidad social corporativa, se ha 
incluido el fomento de la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los 
consejos de administración de las sociedades mercantiles, concediendo para ello 
un plazo razonable. Es finalidad de esta medida que el criterio prevalente en la 
incorporación de consejeros sea el talento y el rendimiento profesional, ya que, 
para que el proceso esté presidido por el criterio de imparcialidad, el sexo no 
debe constituir un obstáculo como factor de elección.

Acciones de responsabilidad social de las empresas en materia de igualdad

Las empresas podrán asumir la realización voluntaria de acciones de respon-
sabilidad social, consistentes en medidas económicas, comerciales, laborales, 
asistenciales o de otra naturaleza, destinadas a promover condiciones de igual-
dad entre las mujeres y los hombres en el seno de la empresa o en su entorno 
social.

La realización de estas acciones podrá ser concertada con la representación de 
los trabajadores y las trabajadoras, las organizaciones de consumidores y consu-
midoras y usuarios y usuarias, las asociaciones cuyo fin primordial sea la defensa 
de la igualdad de trato entre mujeres y hombres y los Organismos de Igualdad.

Se informará a los representantes de los trabajadores de las acciones que no 
se concierten con los mismos.

A las decisiones empresariales y acuerdos colectivos relativos a medidas labo-
rales les será de aplicación la normativa laboral.

Publicidad de las acciones de responsabilidad social en materia de igualdad

Las empresas podrán hacer uso publicitario de sus acciones de responsabili-
dad en materia de igualdad, de acuerdo con las condiciones establecidas en la 
legislación general de publicidad.



El Instituto de la Mujer, u órganos equivalentes de las Comunida-
des Autónomas, estarán legitimados para ejercer la acción de cesación cuando 
consideren que pudiera haberse incurrido en supuestos de publicidad engañosa.

Participación de las mujeres en los Consejos de administración de las 
sociedades mercantiles

Las sociedades obligadas a presentar cuenta de pérdidas y ganancias no abre-
viada procurarán incluir en su Consejo de administración un número de mujeres 
que permita alcanzar una presencia equilibrada de mujeres y hombres en un 
plazo de ocho años a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Lo previsto en el párrafo anterior se tendrá en cuenta para los nombramientos 
que se realicen a medida que venza el mandato de los consejeros designados 
antes de la entrada en vigor de esta Ley.

1.11. Disposiciones organizativas

En el Título VIII de La ley se recoge la creación de tres nuevos 
órganos en el ámbito de la Administración General del Estado para 
contribuir a hacer realidad el derecho de igualdad en todos los ámbitos. 

Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hombres

La Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hombres es el órga-
no colegiado responsable de la coordinación de las políticas y medidas adopta-
das por los departamentos ministeriales con la finalidad de garantizar el derecho 
a la igualdad entre mujeres y hombres y promover su efectividad.

Su composición y funcionamiento se determinarán reglamentariamente.

Es el R.D. 1370/2007, 19 de octubre, por el que se regula la Comisión Inter-
ministerial de Igualdad entre mujeres y hombres 

Las Unidades de Igualdad

En todos los Ministerios se encomendará a uno de sus órganos directivos el 
desarrollo de las funciones relacionadas con el principio de igualdad entre mu-
jeres y hombres en el ámbito de las materias de su competencia y, en particular, 
las siguientes:

a) Recabar la información estadística elaborada por los órganos del Ministe-
rio y asesorar a los mismos en relación con su elaboración.



b) Elaborar estudios con la finalidad de promover la igualdad entre mujeres y
hombres en las áreas de actividad del Departamento.

c) Asesorar a los órganos competentes del Departamento en la elaboración
del informe sobre impacto por razón de género.

d) Fomentar el conocimiento por el personal del Departamento del alcance y
significado del principio de igualdad mediante la formulación de propues-
tas de acciones formativas.

e) Velar por el cumplimiento de esta Ley y por la aplicación efectiva del prin-
cipio de igualdad.

Consejo de Participación de la Mujer

Se crea el Consejo de Participación de la Mujer, como órgano colegiado de 
consulta y asesoramiento, con el fin esencial de servir de cauce para la participa-
ción de las mujeres en la consecución efectiva del principio de igualdad de trato 
y de oportunidades entre mujeres y hombres, y la lucha contra la discriminación 
por razón de sexo.

Reglamentariamente, se establecerán su régimen de funcionamiento, compe-
tencias y composición, garantizándose, en todo caso, la participación del con-
junto de las Administraciones públicas y de las asociaciones y organizaciones de 
mujeres de ámbito estatal.

2. POLÍTICAS CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO.
LA LEY ORGÁNICA 1/2004, DE 28 DE DICIEMBRE, 
DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN INTEGRAL CONTRA 
LA VIOLENCIA DE GÉNERO

2.1. Introducción

Como señala la exposición de motivos de la Ley la violencia de género no es 
un problema que afecte solo al ámbito privado. Al contrario, se manifiesta como 
el símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata de 
una violencia que se dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser 
consideradas, por sus agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, 
respeto y capacidad de decisión.

En la realidad española, las agresiones sobre las mujeres tienen una especial 
incidencia, existiendo hoy una mayor conciencia que en épocas anteriores sobre 



ésta, gracias, en buena medida, al esfuerzo realizado por las organizaciones de 
mujeres en su lucha.

La Organización de Naciones Unidas en la IV Conferencia Mundial 
de 1995 reconoció ya que la violencia contra las mujeres es un obstáculo para 
lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz y viola y menoscaba el disfrute 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Además la define am-
pliamente como una manifestación de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre mujeres y hombres. Existe ya incluso una definición técnica del 
síndrome de la mujer maltratada que consiste en «las agresiones sufridas por la 
mujer como consecuencia de los condicionantes socioculturales que actúan sobre 
el género masculino y femenino, situándola en una posición de subordinación 
al hombre y manifestadas en los tres ámbitos básicos de relación de la persona: 
maltrato en el seno de las relaciones de pareja, agresión sexual en la vida social 
y acoso en el medio laboral».

En el ámbito de la UNION EUROPEA también se han realizado importantes 
actuaciones para lograr la eliminación de la violencia contra las mujeres. 

El Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea reconoce el derecho 
a la igualdad entre mujeres y hombres, e insta a los Estados partes a que desarro-
llen políticas específicas para la prevención y punición de la violencia de género. 

La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea se 
expresa en el mismo sentido, conteniendo, además, varias disposiciones que in-
ciden en la protección y promoción de la integridad física y psicológica de todas 
las personas, y en la paridad entre mujeres y hombres.

A día de hoy, es importante señalar que el 6 de junio de 2014, España ha 
firmado el Instrumento de ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre 
prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, 
hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011 publicado en el BOE núm. 137, de 6 
de junio de 2014 con vigencia desde el 1 de agosto de 2014

Nuestra Constitución incorpora en su artículo 15 el derecho de todos a la 
vida y a la integridad física y moral, sin que en ningún caso puedan ser someti-
dos a torturas ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Además, continúa 
nuestra Carta Magna, estos derechos vinculan a todos los poderes públicos y sólo 
por ley puede regularse su ejercicio.

En cuanto a la regulación legal estatal, sin duda junto con la reforma del Có-
digo Penal, el instrumento que cumple decididamente con las recomendaciones 
y directrices internacionales y de ámbito regional europeo, es la Ley Orgánica 
1/2004 de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género,  una Ley cuyo objetivo fundamental es actuar contra 
una violencia que constituye una manifestación clara de la discriminación a tra-



vés de un enfoque multicausal desde la disposición de medidas en ámbitos muy 
diversos.

La Ley Orgánica se estructura en:

– Título Preliminar.

– Cinco títulos.

– Veinte disposiciones adicionales.

– Dos disposiciones transitorias.

– Una disposición derogatoria.

– Y siete disposiciones finales.

2.2. Objeto de la ley y principios rectores
La Ley 1/2004, tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifes-

tación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder 
de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean 
o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por
relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.

Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es 
prevenir, sancionar y erradicar esta violencia y prestar asistencia a 
las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela, o 
guarda y custodia, víctimas de esta violencia.

La violencia de género a que se refiere la Ley comprende todo acto de 
violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las 
amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad.

Principios rectores

La Ley articula un conjunto integral de medidas encaminadas a alcanzar los 
siguientes fines:

a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciudadana de preven-
ción, dotando a los poderes públicos de instrumentos eficaces en el ámbito
educativo, servicios sociales, sanitario, publicitario y mediático.

b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de violencia de género,
exigibles ante las Administraciones Públicas, y así asegurar un acceso rápi-
do, transparente y eficaz a los servicios establecidos al efecto.

c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los
objetivos de la ley los servicios sociales de información, de aten-



ción, de emergencia, de apoyo y de recuperación integral, así como 
establecer un sistema para la más eficaz coordinación de los servicios ya 
existentes a nivel municipal y autonómico.

d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcionarial que con-
cilien los requerimientos de la relación laboral y de empleo público con las
circunstancias de aquellas trabajadoras o funcionarias que sufran violencia
de género.

e) Garantizar derechos económicos para las mujeres víctimas de
violencia de género, con el fin de facilitar su integración social.

f) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que
la Administración General del Estado, a través de la Delegación Especial
del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en colaboración con el
Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer, impulse la creación
de políticas públicas dirigidas a ofrecer tutela a las víctimas de la violencia
contemplada en la presente Ley.

g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una pro-
tección integral, desde las instancias jurisdiccionales, a las víctimas de vio-
lencia de género.

h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo tipo de los distintos
poderes públicos para asegurar la prevención de los hechos de violencia
de género y, en su caso, la sanción adecuada a los culpables de los mis-
mos.

i) Promover la colaboración y participación de las entidades, aso-
ciaciones y organizaciones que desde la sociedad civil actúan contra la
violencia de género.

j) Fomentar la especialización de los colectivos profesionales que
intervienen en el proceso de información, atención y protección a las víc-
timas.

k) Garantizar el principio de transversalidad de las medidas, de ma-
nera que en su aplicación se tengan en cuenta las necesidades y demandas
específicas de todas las mujeres víctimas de violencia de género.

2.3. Medidas de sensibilización, prevención y 
detección

Las medidas concretas de sensibilización, prevención y detección, estableci-
das en los artículos 3 a 16, conforman el Titulo I, estructurados en tres Capítulos 
dedicados al ámbito educativo, al ámbito de la publicidad y los medios de comu-
nicación, y al ámbito sanitario. 



También se establece la puesta en marcha inmediata de un Plan Nacional 
de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género y el impulso 
de campañas de información y sensibilización específicas, con el fin de prevenir 
la violencia de género 

Planes de sensibilización

Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado y de manera inmediata a 
la entrada en vigor de esta Ley, con la consiguiente dotación presupuestaria, se 
pondrá en marcha un Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Vio-
lencia de Género que como mínimo recoja los siguientes elementos:

Que introduzca en el escenario social las nuevas escalas de valores basadas 
en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre 
hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad den-
tro de los principios democráticos de convivencia, todo ello desde la perspectiva 
de las relaciones de género.

Dirigido tanto a hombres como a mujeres, desde un trabajo comunitario e 
intercultural.

Que contemple un amplio programa de formación complementaria y de reci-
claje de los profesionales que intervienen en estas situaciones.

Controlado por una Comisión de amplia participación, que se creará en un 
plazo máximo de un mes, en la que se ha de asegurar la presencia de los afec-
tados, las instituciones, los profesionales y de personas de reconocido prestigio 
social relacionado con el tratamiento de estos temas.

Los poderes públicos, en el marco de sus competencias, impulsarán además 
campañas de información y sensibilización específicas con el fin de prevenir la 
violencia de género.

Las campañas de información y sensibilización contra esta forma de violencia 
se realizarán de manera que se garantice el acceso a las mismas de las personas 
con discapacidad.

Para continuar, volvemos a señalar que se establecen medidas de 
sensibilización en tres ámbitos fundamentales: 

– Educativo.

– Publicidad y medios de comunicación.

– Sanitario.



2.3.1. En el ámbito educativo

Principios y valores del sistema educativo

El sistema educativo español incluirá entre sus fines la formación en el res-
peto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre 
hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad 
dentro de los principios democráticos de convivencia.

Igualmente, el sistema educativo español incluirá, dentro de sus principios de 
calidad, la eliminación de los obstáculos que dificultan la plena igualdad entre 
hombres y mujeres y la formación para la prevención de conflictos y para la re-
solución pacífica de los mismos.

La Educación Infantil contribuirá a desarrollar en la infancia el aprendizaje 
en la resolución pacífica de conflictos.

La Educación Primaria contribuirá a desarrollar en el alumnado su ca-
pacidad para adquirir habilidades en la resolución pacífica de conflictos y para 
comprender y respetar la igualdad entre sexos.

La Educación Secundaria Obligatoria contribuirá a desarrollar en el 
alumnado la capacidad para relacionarse con los demás de forma pacífica y para 
conocer, valorar y respetar la igualdad de oportunidades de hombres y mujeres.

El Bachillerato y la Formación Profesional contribuirán a desarrollar en 
el alumnado la capacidad para consolidar su madurez personal, social y moral, 
que les permita actuar de forma responsable y autónoma y para analizar y valo-
rar críticamente las desigualdades de sexo y fomentar la igualdad real y efectiva 
entre hombres y mujeres.

La Enseñanza para las personas adultas incluirá entre sus objetivos de-
sarrollar actividades en la resolución pacífica de conflictos y fomentar el respeto a 
la dignidad de las personas y a la igualdad entre hombres y mujeres.

Las Universidades incluirán y fomentarán en todos los ámbitos académicos 
la formación, docencia e investigación en igualdad de género y no discrimina-
ción de forma transversal.

Escolarización inmediata en caso de violencia de género

Las Administraciones competentes deberán prever la escolarización inme-
diata de los hijos que se vean afectados por un cambio de residencia derivada 
de actos de violencia de género.



Fomento de la igualdad

Con el fin de garantizar la efectiva igualdad entre hombres y mujeres, las 
Administraciones educativas velarán para que en todos los materiales edu-
cativos se eliminen los estereotipos sexistas o discriminatorios y para 
que fomenten el igual valor de hombres y mujeres.

Formación inicial y permanente del profesorado

Las Administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para 
que en los planes de formación inicial y permanente del profesorado 
se incluya una formación específica en materia de igualdad, con el fin 
de asegurar que adquieren los conocimientos y las técnicas necesarias que les 
habiliten para:

a) La educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y
de la igualdad entre hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y
de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia.

b) La educación en la prevención de conflictos y en la resolución pacífica de
los mismos, en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social.

c) La detección precoz de la violencia en el ámbito familiar, especialmente
sobre la mujer y los hijos e hijas.

d) El fomento de actitudes encaminadas al ejercicio de iguales derechos y
obligaciones por parte de mujeres y hombres, tanto en el ámbito público
como privado, y la corresponsabilidad entre los mismos en el ámbito do-
méstico.

Participación en los Consejos Escolares

Se adoptarán las medidas precisas para asegurar que los Consejos Escolares 
impulsen la adopción de medidas educativas que fomenten la igualdad real y 
efectiva entre hombres y mujeres. Con el mismo fin, en el Consejo Escolar del 
Estado se asegurará la representación del Instituto de la Mujer y de las organiza-
ciones que defiendan los intereses de las mujeres, con implantación en todo el 
territorio nacional.

Actuación de la inspección educativa

Los servicios de inspección educativa velarán por el cumplimiento y aplica-
ción de los principios y valores recogidos en este capítulo en el sistema educativo 
destinados a fomentar la igualdad real entre mujeres y hombres.



2.3.2. En el ámbito de la publicidad y de los medios de 
comunicación

Publicidad ilícita

De acuerdo con lo establecido en la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, Ge-
neral de Publicidad, se considerará ilícita la publicidad que utilice la imagen 
de la mujer con carácter vejatorio o discriminatorio.

El Ente público al que corresponda velar para que los medios audiovisuales 
cumplan sus obligaciones adoptará las medidas que procedan para asegurar un 
tratamiento de la mujer conforme con los principios y valores constitucionales, 
sin perjuicio de las posibles actuaciones por parte de otras entidades.

Titulares de la acción de cesación y rectificación

La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la 
Mujer, el Instituto de la Mujer u órgano equivalente de cada Comunidad Au-
tónoma, el Ministerio Fiscal y las Asociaciones que tengan como objetivo 
único la defensa de los intereses de la mujer estarán legitimados para ejercitar 
ante los Tribunales la acción de cesación de publicidad ilícita por utilizar en 
forma vejatoria la imagen de la mujer, en los términos de la 34/1988, de 11 de 
noviembre, General de Publicidad.

Medios de comunicación

Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento estricto de la legis-
lación en lo relativo a la protección y salvaguarda de los derechos fundamentales, 
con especial atención a la erradicación de conductas favorecedoras de situacio-
nes de desigualdad de las mujeres en todos los medios de comunicación social, 
de acuerdo con la legislación vigente.

La Administración pública promoverá acuerdos de autorregulación que, 
contando con mecanismos de control preventivo y de resolución extrajudicial de 
controversias eficaces, contribuyan al cumplimiento de la legislación publicitaria.

Los medios de comunicación fomentarán la protección y salvaguarda de la 
igualdad entre hombre y mujer, evitando toda discriminación entre ellos.

La difusión de informaciones relativas a la violencia sobre la mujer garanti-
zará, con la correspondiente objetividad informativa, la defensa de los derechos 
humanos, la libertad y dignidad de las mujeres víctimas de violencia y de sus 
hijos. En particular, se tendrá especial cuidado en el tratamiento gráfico de las 
informaciones.



2.3.3. En el ámbito sanitario

Sensibilización y formación

Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sis-
tema Nacional de Salud, promoverán e impulsarán actuaciones de los 
profesionales sanitarios para la detección precoz de la violencia de género y 
propondrán las medidas que estimen necesarias a fin de optimizar la contribu-
ción del sector sanitario en la lucha contra este tipo de violencia.

En particular, se desarrollarán programas de sensibilización y forma-
ción continuada del personal sanitario con el fin de mejorar e impulsar el 
diagnóstico precoz, la asistencia y la rehabilitación de la mujer en las situaciones 
de violencia de género 

Las Administraciones educativas competentes asegurarán que en los ámbitos 
curriculares de las licenciaturas y diplomaturas, y en los programas de especiali-
zación de las profesiones sociosanitarias, se incorporen contenidos dirigidos a la 
capacitación para la prevención, la detección precoz, intervención y apoyo a las 
víctimas de esta forma de violencia.

En los Planes Nacionales de Salud que procedan se contemplará un apartado 
de prevención e intervención integral en violencia de género.

Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud

En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se cons-
tituirá, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente Ley, una 
Comisión contra la Violencia de Género que apoye técnicamente y oriente 
la planificación de las medidas sanitarias contempladas en este capítulo, evalúe y 
proponga las necesarias para la aplicación del protocolo sanitario y cualesquiera 
otras medidas que se estimen precisas para que el sector sanitario contribuya a la 
erradicación de esta forma de violencia.

La Comisión contra la Violencia de Género del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud estará compuesta por representantes de todas las 
Comunidades Autónomas con competencia en la materia.

La Comisión emitirá un informe anual que será remitido al Obser-
vatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer y al Pleno del Consejo 
Interterritorial.



2.4. Derechos de las mujeres víctimas de violencia de 
género

El Título II de la Ley está dedicado a los derechos de las mujeres víctimas de 
la violencia de género, en el que se reconocen derechos subjetivos. Así, todas 
las mujeres víctimas de la violencia de género, con independencia de 
su origen, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal 
o social, tienen derecho a recibir información y asesoramiento adecuado
a su situación personal; asistencia social integral, a través de los servicios 
sociales de atención y asistencia jurídica gratuita, y, por tanto, exigibles ante 
las Administraciones Públicas. 

2.4.1. Derecho a la información, a la asistencia social integral 
y a la asistencia jurídica gratuita

Garantía de los derechos de las víctimas

Todas las mujeres víctimas de violencia de género, con independencia de su 
origen, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, tie-
nen garantizados los derechos reconocidos en esta Ley.

La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las vícti-
mas de la violencia de género, contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos 
constitucionales a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la 
igualdad y no discriminación por razón de sexo.

Derecho a la información

Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena in-
formación y asesoramiento adecuado a su situación personal, a través de los ser-
vicios, organismos u oficinas que puedan disponer las Administraciones Públicas.

Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta Ley rela-
tivas a su protección y seguridad, y los derechos y ayudas previstos en la misma, 
así como la referente al lugar de prestación de los servicios de atención, emergen-
cia, apoyo y recuperación integral.

Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con dis-
capacidad víctimas de violencia de género tengan acceso integral a la in-
formación sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta información 
deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con disca-



pacidad, tales como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comu-
nicación, incluidos los sistemas alternativos y aumentativos.

Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víc-
timas de violencia de género que por sus circunstancias personales 
y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la 
información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho.

Derecho a la asistencia social integral

Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios socia-
les de atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. 

La organización de estos servicios por parte de las Comunidades Autónomas 
y las Corporaciones Locales, responderá a los principios de atención perma-
nente, actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad 
profesional.

La atención multidisciplinar implicará especialmente:

a) Información a las víctimas.

b) Atención psicológica.

c) Apoyo social.

d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.

e) Apoyo educativo a la unidad familiar.

f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo
personal y a la adquisición de habilidades en la resolución no violenta de
conflictos.

g) Apoyo a la formación e inserción laboral.

Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de 
su personal, por sus características de convergencia e integración de acciones, 
garanticen la efectividad de los indicados principios.

Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos 
de Seguridad, los Jueces de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las 
instituciones encargadas de prestar asistencia jurídica a las víctimas, del ámbito 
geográfico correspondiente. Estos servicios podrán solicitar al Juez las medidas 
urgentes que consideren necesarias.

También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos ser-
vicios sociales los menores que se encuentren bajo la patria potestad 
o guarda y custodia de la persona agredida. A estos efectos, los servicios



sociales deberán contar con personal específicamente formado para atender a 
los menores, con el fin de prevenir y evitar de forma eficaz las situaciones que 
puedan comportar daños psíquicos y físicos a los menores que viven en entornos 
familiares donde existe violencia de género.

En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración 
General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas, se inclui-
rán compromisos de aportación, por parte de la Administración General del Estado, 
de recursos financieros referidos específicamente a la prestación de los servicios.

Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones 
que se lleven a cabo y emitirán recomendaciones para su mejora.

Asistencia jurídica

Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento 
jurídico gratuito en el momento inmediatamente previo a la interposi-
ción de la denuncia, y a la defensa y representación gratuitas por aboga-
do y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos 
que tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida. En estos 
supuestos, una misma dirección letrada deberá asumir la defensa de la víctima, 
siempre que con ello se garantice debidamente su derecho de defensa. Este dere-
cho asistirá también a los causahabientes (herederos) en caso de falle-
cimiento de la víctima, siempre que no fueran partícipes en los hechos. En todo 
caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma 
inmediata a todas las víctimas de violencia de género que lo soliciten.

En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a 
las víctimas de violencia de género, se procederá de conformidad con lo dispues-
to en la Ley 1/1996 de 10 de enero de Asistencia Jurídica Gratuita.

Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio 
cursos de especialización, asegurarán una formación específica que coadyuve 
al ejercicio profesional de una defensa eficaz en materia de violencia de género.

Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para 
la designación urgente de letrado de oficio en los procedimientos que se sigan 
por violencia de género.

2.4.2. Derechos laborales y prestaciones de la Seguridad 
Social

La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos 
previstos en el Estatuto de los Trabajadores, a la reducción o a la reordena-



ción de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al cambio de 
centro de trabajo, a la suspensión de la relación laboral con reserva de 
puesto de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo.

En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social, la suspen-
sión y la extinción del contrato de trabajo previstas en el apartado anterior darán 
lugar a situación legal de desempleo. El tiempo de suspensión se considerará 
como período de cotización efectiva a efectos de las prestaciones de Seguridad 
Social y de desempleo.

Las empresas que formalicen contratos de interinidad para sustituir a traba-
jadoras víctimas de violencia de género que hayan suspendido su contrato de 
trabajo o ejercitado su derecho a la movilidad geográfica o al cambio de centro 
de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100 por 100 de las 
cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comu-
nes, durante todo el período de suspensión de la trabajadora sustituida o duran-
te seis meses en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de 
trabajo. Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas 
condiciones existentes en el momento de la suspensión del contrato de trabajo.

Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situa-
ción física o psicológica derivada de la violencia de género se considerarán justi-
ficadas, cuando así lo determinen los servicios sociales de atención o servicios de 
salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas ausencias sean comunicadas 
por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad.

A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que ce-
sen en su actividad para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia 
social integral, se les suspenderá la obligación de cotización durante un 
período de seis meses, que les serán considerados como de cotización efectiva 
a efectos de las prestaciones de Seguridad Social. Asimismo, su situación será 
considerada como asimilada al alta.

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de co-
tización equivalente al promedio de las bases cotizadas durante los seis meses 
previos a la suspensión de la obligación de cotizar.

Programa específico de empleo

En el marco del Plan de Empleo del Reino de España, se incluirá un progra-
ma de acción específico para las víctimas de violencia de género inscritas 
como demandantes de empleo.

Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva activi-
dad por cuenta propia.



Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las 
trabajadoras

Las situaciones de violencia que dan lugar al reconocimiento de los derechos 
anteriormente vistos, se acreditarán con la orden de protección a favor de 
la víctima. Excepcionalmente, será título de acreditación de esta situación, el 
informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de 
que la demandante es víctima de violencia de género hasta tanto se 
dicte la orden de protección.

2.4.3. Derechos de las funcionarias públicas

Ámbito de los derechos

La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción 
o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica
de centro de trabajo y a la excedencia en los términos que se determi-
nen en su legislación específica.

Justificación de las faltas de asistencia

Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación 
física o psicológica derivada de la violencia de género sufrida por una mujer 
funcionaria se considerarán justificadas en los términos que se determine en su 
legislación específica.

Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las 
funcionarias

La acreditación de las circunstancias que dan lugar al reconocimiento de los 
derechos de movilidad geográfica de centro de trabajo, excedencia, y reducción 
o reordenación del tiempo de trabajo, se acreditarán con la orden de protec-
ción a favor de la víctima. Excepcionalmente, será título de acreditación de esta 
situación, el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de 
indicios de que la demandante es víctima de violencia de género hasta 
tanto se dicte la orden de protección.

2.4.4. Derechos económicos

Ayudas sociales

Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, 
en cómputo mensual, al 75 por 100 del salario mínimo interprofesio-



nal, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, recibirán 
una ayuda de pago único, siempre que se presuma que debido a su edad, 
falta de preparación general o especializada y circunstancias sociales, la víctima 
tendrá especiales dificultades para obtener un empleo y por dicha circunstan-
cia no participará en los programas de empleo establecidos para su inserción 
profesional.

El importe de esta ayuda será equivalente al de seis meses de subsi-
dio por desempleo. Cuando la víctima de la violencia ejercida contra la mujer 
tuviera reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o supe-
rior al 33 por 100, el importe sería equivalente a 12 meses de subsidio 
por desempleo.

Estas ayudas, financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
serán concedidas por las Administraciones competentes en materia de servicios 
sociales. En la tramitación del procedimiento de concesión, deberá incorporarse 
informe del Servicio Público de Empleo referido a la previsibilidad de que 
por las circunstancias a las que nos hemos referido anteriormente, la aplicación 
del programa de empleo no incida de forma sustancial en la mejora de la em-
pleabilidad de la víctima.

La concurrencia de las circunstancias de violencia se acreditará 
con la orden de protección a favor de la víctima. Excepcionalmente, será 
título de acreditación de esta situación, el informe del Ministerio Fiscal que 
indique la existencia de indicios de que la demandante es víctima de violencia de 
género hasta tanto se dicte la orden de protección.

En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su im-
porte podrá alcanzar el de un período equivalente al de 18 meses de 
subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los familiares que 
conviven con ella tiene reconocida oficialmente una minusvalía en gra-
do igual o superior al 33 por 100, en los términos que establezcan las dispo-
siciones de desarrollo de la presente Ley.

Estas ayudas serán compatibles con cualquiera de las previstas en la Ley 
35/1995 de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia de las Víctimas de Delitos 
Violentos y contra la Libertad Sexual.

Acceso a la vivienda y residencias públicas para mayores

Las mujeres víctimas de violencia de género serán consideradas colecti-
vos prioritarios en el acceso a viviendas protegidas y residencias pú-
blicas para mayores, en los términos que determine la legislación aplicable.



2.5. Tutela institucional

La Ley Orgánica crea dos órganos administrativos en el Título III, la Dele-
gación del Gobierno para la Violencia de Género adscrita al Ministerio de 
Sanidad, Servicios sociales, e Igualdad, y el Observatorio Estatal de Violen-
cia sobre la Mujer. Asimismo establece unidades especializadas en las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado en la prevención de la violencia de género y 
en el control de la ejecución de las medidas judiciales que se adopten. 

La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer

La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, ads-
crito al Ministerio de Sanidad y Servicios Sociales e Igualdad, formulará las políti-
cas públicas en relación con la violencia de género a desarrollar por el Gobierno, 
y coordinará e impulsará cuantas acciones se realicen en dicha materia, traba-
jando en colaboración y coordinación con las Administraciones con competencia 
en la materia.

El titular de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la 
Mujer estará legitimado ante los órganos jurisdiccionales para intervenir 
en defensa de los derechos y de los intereses tutelados en esta Ley en colabora-
ción y coordinación con las Administraciones con competencias en la materia.

Reglamentariamente se determinará el rango y las funciones concretas del 
titular de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer.

Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer

Se constituirá el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como órga-
no colegiado adscrito al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, al 
que corresponderá el asesoramiento, evaluación, colaboración institu-
cional, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación 
en materia de violencia de género. Estos informes, estudios y propuestas 
considerarán de forma especial la situación de las mujeres con mayor riesgo de 
sufrir violencia de género o con mayores dificultades para acceder a los servicios. 
En cualquier caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y propues-
tas se consignarán desagregados por sexo.

El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer remitirá al Gobierno y a 
las Comunidades Autónomas, con periodicidad anual, un informe sobre la 
evolución de la violencia ejercida sobre la mujer, con determinación de los tipos 
penales que se hayan aplicado, y de la efectividad de las medidas acordadas para 
la protección de las víctimas. El informe destacará asimismo las necesida-



des de reforma legal con objeto de garantizar que la aplicación de las medidas 
de protección adoptadas puedan asegurar el máximo nivel de tutela para las 
mujeres.

Reglamentariamente se determinarán sus funciones, su régimen de funciona-
miento y su composición, en la que se garantizará, en todo caso, la participación 
de las Comunidades Autónomas, las entidades locales, los agentes sociales, las 
asociaciones de consumidores y usuarios, y las organizaciones de mujeres con 
implantación en todo el territorio del Estado así como de las organizaciones em-
presariales y sindicales más representativas.

El R.D. 253/2006, de 3 de marzo, establece las funciones, el régimen de 
funcionamiento y la composición del Observatorio Estatal de Violencia sobre la 
Mujer.

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad

El Gobierno establecerá, en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, 
unidades especializadas en la prevención de la violencia de género y 
en el control de la ejecución de las medidas judiciales adoptadas.

El Gobierno, con el fin de hacer más efectiva la protección de las víctimas, 
promoverá las actuaciones necesarias para que las Policías Locales, en el marco 
de su colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, cooperen 
en asegurar el cumplimiento de las medidas acordadas por los órganos judiciales 
cuando éstas sean algunas de las previstas en la presente Ley o en el artículo 544 
bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal o en el artículo 57 del Código Penal. 

La actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad habrá de tener en cuenta 
el Protocolo de Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de Coor-
dinación con los Órganos Judiciales para la protección de la violencia doméstica 
y de género.

Lo dispuesto en el anterior párrafo, será de aplicación en las Comunidades 
Autónomas que cuenten con cuerpos de policía que desarrollen las funciones de 
protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden y la seguridad 
ciudadana dentro del territorio autónomo, en los términos previstos en sus Es-
tatutos, en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, y en sus leyes de policía, y todo ello con la finalidad de hacer más 
efectiva la protección de las víctimas.

Planes de colaboración

Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen 
la ordenación de sus actuaciones en la prevención, asistencia y persecución de 



los actos de violencia de género, que deberán implicar a las administraciones 
sanitarias, la Administración de Justicia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y los 
servicios sociales y organismos de igualdad.

En desarrollo de dichos planes, se articularán protocolos de actuación que 
determinen los procedimientos que aseguren una actuación global e integral de 
las distintas administraciones y servicios implicados, y que garanticen la actividad 
probatoria en los procesos que se sigan.

Las administraciones con competencias sanitarias promoverán la aplicación, 
permanente actualización y difusión de protocolos que contengan pautas unifor-
mes de actuación sanitaria, tanto en el ámbito público como privado, y en espe-
cial, del Protocolo aprobado por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud.

Tales protocolos impulsarán las actividades de prevención, detección precoz e 
intervención continuada con la mujer sometida a violencia de género o en riesgo 
de padecerla.

Los protocolos, además de referirse a los procedimientos a seguir, harán re-
ferencia expresa a las relaciones con la Administración de Justicia, en aquellos 
casos en que exista constatación o sospecha fundada de daños físicos o psíquicos 
ocasionados por estas agresiones o abusos.

En las actuaciones previstas en estos párrafos anteriores, se considerará de 
forma especial la situación de las mujeres que, por sus circunstancias personales 
y sociales puedan tener mayor riesgo de sufrir la violencia de género o mayores 
dificultades para acceder a los servicios previstos en esta Ley, tales como las 
pertenecientes a minorías, las inmigrantes, las que se encuentran en situación de 
exclusión social o las mujeres con discapacidad.

2.6. Tutela penal

En el Título IV de la Ley Orgánica se lleva a cabo una modificación sus-
tancial del Código Penal, Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, incre-
mentando la sanción penal cuando los delitos de lesiones, coacciones leve y las 
amenazas leves se cometan contra quien sea o haya sido la esposa del autor, o 
mujer que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de efectividad, 
aun sin convivencia. Sin embargo no creemos necesario señalarlas en este tema

Administración penitenciaria

La Administración penitenciaria realizará programas específicos para in-
ternos condenados por delitos relacionados con la violencia de género.



Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones de grado, concesión 
de permisos y concesión de la libertad condicional, el seguimiento y aprovecha-
miento de dichos programas específicos por parte de los internos a que se refiere 
el apartado anterior.

2.7. Tutela judicial

El Título V de la Ley Orgánica 1/2004, modifica muchas disposiciones le-
gales, con el objeto de ofrecer a las víctimas una verdadera tutela judicial. Así 
se crean los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, como organización judicial 
especializada, y la Fiscalía contra la Violencia sobre la Mujer, 

2.7.1. De los juzgados de violencia sobre la mujer

Organización territorial

En cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con 
sede en la capital de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán 
su designación del municipio de su sede.

No obstante lo anterior, podrán establecerse, excepcionalmente, Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos 
dentro de la misma provincia.

El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las 
Salas de Gobierno, que, en aquellas circunscripciones donde sea conveniente en 
función de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos referi-
dos en el artículo 87 ter de la presente Ley Orgánica, corresponda a uno de los 
Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, o de Instrucción en su caso, deter-
minándose en esta situación que uno solo de estos Órganos conozca de todos 
estos asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo 
también de otras materias.

En los partidos judiciales en que exista un solo Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción será éste el que asuma el conocimiento de los asuntos a que se refiere 
el artículo 87 ter de esta Ley.»

Competencia

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de 
conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos:

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por
los delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio,



aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra 
la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier 
otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubie-
sen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o 
haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin 
convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios 
o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él
convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimien-
to o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya 
producido un acto de violencia de género.

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por
cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima
sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra anterior.

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las vícti-
mas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia.

d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro
III del Código Penal, cuando la víctima sea alguna de las personas señala-
das como tales en la letra a) de este apartado.

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, 
en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos:

a) Los de filiación, maternidad y paternidad.

b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.

c) Los que versen sobre relaciones paterno filiales.

d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de
trascendencia familiar.

e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas
menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en
nombre de los hijos e hijas menores.

f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.

g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas
en materia de protección de menores.

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y ex-
cluyente competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los 
siguientes requisitos:

a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las mate-
rias indicadas anteriormente.



b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de vio-
lencia de género, en los términos a que hace referencia el apartado 1 a).

c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, induc-
tor o cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género.

d) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones
penales por delito o falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la
mujer, o se haya adoptado una orden de protección a una víctima de vio-
lencia de género.

Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma 
notoria, no constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la pre-
tensión, remitiéndola al órgano judicial competente.

En todos estos casos está vedada la mediación.

2.7.2. Medidas judiciales de protección y de seguridad de las 
víctimas

Las medidas de protección y seguridad serán compatibles con cualesquiera 
de las medidas cautelares y de aseguramiento que se pueden adoptar en los 
procesos civiles y penales.

En todos los procedimientos relacionados con la violencia de género, el Juez 
competente deberá pronunciarse en todo caso, de oficio o a instancia de las víc-
timas, de los hijos, de las personas que convivan con ellas o se hallen sujetas a su 
guarda o custodia, del Ministerio Fiscal o de la Administración de la que depen-
dan los servicios de atención a las víctimas o su acogida, sobre la pertinencia de 
la adopción de las medidas cautelares y de aseguramiento contempladas en este 
capítulo, especialmente sobre las recogidas en los artículos 64, 65 y 66, (que se 
exponen a continuación), determinando su plazo y su régimen de cumplimiento 
y, si procediera, las medidas complementarias a ellas que fueran precisas.

Artículo 62. De la orden de protección

Recibida la solicitud de adopción de una orden de protección, el Juez de Vio-
lencia sobre la Mujer y, en su caso, el Juez de Guardia, actuarán de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Artículo 63. De la protección de datos y las limitaciones a la publicidad

1. En las actuaciones y procedimientos relacionados con la violencia de gé-
nero se protegerá la intimidad de las víctimas; en especial, sus datos personales, 



los de sus descendientes y los de cualquier otra persona que esté bajo su guarda 
o custodia.

2. Los Jueces competentes podrán acordar, de oficio o a instancia de parte, que
las vistas se desarrollen a puerta cerrada y que las actuaciones sean reservadas.

Artículo 64. De las medidas de salida del domicilio, alejamiento o 
suspensión de las comunicaciones

1. El Juez podrá ordenar la salida obligatoria del inculpado por violencia de
género del domicilio en el que hubiera estado conviviendo o tenga su residencia 
la unidad familiar, así como la prohibición de volver al mismo.

2. El Juez, con carácter excepcional, podrá autorizar que la persona protegida
concierte, con una agencia o sociedad pública allí donde la hubiere y que inclu-
ya entre sus actividades la del arrendamiento de viviendas, la permuta del uso 
atribuido de la vivienda familiar de la que sean copropietarios, por el uso de otra 
vivienda, durante el tiempo y en las condiciones que se determinen.

3. El Juez podrá prohibir al inculpado que se aproxime a la persona protegi-
da, lo que le impide acercarse a la misma en cualquier lugar donde se encuentre, 
así como acercarse a su domicilio, a su lugar de trabajo o a cualquier otro que 
sea frecuentado por ella.

Podrá acordarse la utilización de instrumentos con la tecnología adecuada 
para verificar de inmediato su incumplimiento.

El Juez fijará una distancia mínima entre el inculpado y la persona protegida 
que no se podrá rebasar, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal.

4. La medida de alejamiento podrá acordarse con independencia de que la
persona afectada, o aquéllas a quienes se pretenda proteger, hubieran abando-
nado previamente el lugar.

5. El Juez podrá prohibir al inculpado toda clase de comunicación con la
persona o personas que se indique, bajo apercibimiento de incurrir en responsa-
bilidad penal.

6. Las medidas a que se refieren los apartados anteriores podrán acordarse
acumulada o separadamente.

De las medidas de suspensión de la patria potestad o la custodia de 
menores

El Juez podrá suspender para el inculpado por violencia de género el ejercicio 
de la patria potestad, guarda y custodia, acogimiento, tutela, curatela o guarda 
de hecho, respecto de los menores que dependan de él.



Si no acordara la suspensión, el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre 
la forma en la que se ejercerá la patria potestad y, en su caso, la guarda y custo-
dia, el acogimiento, la tutela, la curatela o la guarda de hecho de lo menores. Asi-
mismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la seguridad, integridad 
y recuperación de los menores y de la mujer, y realizará un seguimiento periódico 
de su evolución.

De la medida de suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o 
comunicación con los menores

El Juez podrá ordenar la suspensión del régimen de visitas, estancia, relación 
o comunicación del inculpado por violencia de género respecto de los menores
que dependan de él.

Si no acordara la suspensión, el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre 
la forma en que se ejercerá el régimen de estancia, relación o comunicación del 
inculpado por violencia de género respecto de los menores que dependan del 
mismo. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la seguridad, 
integridad y recuperación de los menores y de la mujer, y realizará un seguimien-
to periódico de su evolución.

De la medida de suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de 
armas

El Juez podrá acordar, respecto de los inculpados en delitos relacionados con 
la violencia a que se refiere esta Ley, la suspensión del derecho a la tenencia, por-
te y uso de armas, con la obligación de depositarlas en los términos establecidos 
por la normativa vigente.

Garantías para la adopción de las medidas

Las medidas restrictivas de derechos contenidas en este capítulo deberán 
adoptarse mediante auto motivado en el que se aprecie su proporcionalidad y 
necesidad, y, en todo caso, con intervención del Ministerio Fiscal y respeto de los 
principios de contradicción, audiencia y defensa.

Mantenimiento de las medidas de protección y seguridad

Las medidas podrán mantenerse tras la sentencia definitiva y durante la tra-
mitación de los eventuales recursos que correspondiesen. En este caso, deberá 
hacerse constar en la sentencia el mantenimiento de tales medidas.



2.7.3. Del fiscal contra la violencia sobre la mujer

Funciones del Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer

El Fiscal General del Estado nombrará, oído el Consejo Fiscal, como delega-
do, un Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, con categoría de Fiscal de Sala, 
que ejercerá las siguientes funciones:

a) Practicar las diligencias correspondientes e intervenir directamente en
aquellos procesos penales referentes a los delitos por actos de violencia de
género

b) Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en los procesos
civiles comprendidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

c) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la Violencia
sobre la Mujer, y recabar informes de las mismas, dando conocimiento al
Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se integren.

d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materias
de violencia de género, para lo cual podrá proponer al Fiscal General del
Estado la emisión de las correspondientes instrucciones.

e) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su
remisión a la Junta de Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo
Fiscal, un informe sobre los procedimientos seguidos y actuaciones practi-
cadas por el Ministerio Fiscal en materia de violencia de género.

Para su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que 
sean necesarios para auxiliarlo de manera permanente u ocasional.

Secciones contra la violencia sobre la mujer

En la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en cada Fiscalía de los Tri-
bunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales, existirá 
una Sección de Menores a la que se encomendarán las funciones y facultades 
que al Ministerio Fiscal atribuye la Ley Orgánica Reguladora de la Responsa-
bilidad Penal de los Menores y otra Sección Contra la Violencia sobre la Mujer 
en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias 
Provinciales. A estas Secciones serán adscritos Fiscales que pertenezcan a sus 
respectivas plantillas, teniendo preferencia aquellos que por razón de las ante-
riores funciones desempeñadas, cursos impartidos o superados o por cualquier 
otra circunstancia análoga, se hayan especializado en la materia. No obstante, 
cuando las necesidades del servicio así lo aconsejen podrán actuar también en 
otros ámbitos o materias.



En las Fiscalías de los Tribunales Superiores de Justicia y en las Audiencias 
Provinciales podrán existir las adscripciones permanentes que se determinen re-
glamentariamente.

A la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer se atribuyen las siguientes 
funciones:

a) Intervenir en los procedimientos penales por los hechos constitutivos de
delitos o faltas cuya competencia esté atribuida a los Juzgados de Violen-
cia sobre la Mujer.

b) Intervenir directamente en los procesos civiles cuya competencia esté atri-
buida a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

En la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer deberá llevarse un registro de 
los procedimientos que se sigan relacionados con estos hechos que permitirá la 
consulta de los Fiscales cuando conozcan de un procedimiento de los que tienen 
atribuida la competencia, al efecto en cada caso procedente.

Delegados de la Jefatura de la Fiscalía

En aquellas Fiscalías en las que el número de asuntos de que conociera así lo 
aconsejara y siempre que resultara conveniente para la organización del servicio, 
previo informe del Consejo Fiscal, podrán designarse delegados de la Jefatura 
con el fin de asumir las funciones de dirección y coordinación que le fueran 
específicamente encomendadas. La plantilla orgánica determinará el número 
máximo de delegados de la Jefatura que se puedan designar en cada Fiscalía. En 
todo caso, en cada Fiscalía habrá un delegado de Jefatura que asumirá las fun-
ciones de dirección y coordinación, en los términos previstos en este apartado, en 
materia de infracciones relacionadas con la violencia de género, delitos contra el 
medio ambiente, y vigilancia penitenciaria, con carácter exclusivo o compartido 
con otras materias.

Tales delegados serán nombrados y, en su caso, relevados mediante resolu-
ción dictada por el Fiscal General del Estado, a propuesta motivada del Fiscal 
Jefe respectivo, oída la Junta de Fiscalía. Cuando la resolución del Fiscal General 
del Estado sea discrepante con la propuesta del Fiscal Jefe respectivo, deberá ser 
motivada.

Para la cobertura de estas plazas será preciso, con carácter previo a la pro-
puesta del Fiscal Jefe correspondiente, realizar una convocatoria entre los Fisca-
les de la plantilla. A la propuesta se acompañará relación del resto de los Fiscales 
que hayan solicitado el puesto con aportación de los méritos alegados.»



3. DISCAPACIDAD Y DEPENDENCIA

3.1. Introducción
La Ley 39/2006, de 14 de diciembre de Promoción de la Autonomía Personal 

y Atención a las personas en situación de discapacidad nace con la clara in-
tención de dar respuesta y a las personas en situación de dependencia 
y la promoción de su autonomía personal constituye uno de los prin-
cipales retos de la política social de los países desarrollados. El reto no 
es otro que atender las necesidades de aquellas personas que, por encontrarse 
en situación de especial vulnerabilidad, requieren apoyos para desarrollar las 
actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar una mayor autonomía personal 
y poder ejercer plenamente sus derechos de ciudadanía.

En octubre de 2003 se aprobó en el Pleno del Congreso de los Di-
putados la Renovación del Pacto de Toledo con una Recomendación 
Adicional 3.ª que expresa: «resulta por tanto necesario configurar un sistema 
integrado que aborde desde la perspectiva de globalidad del fenómeno de la de-
pendencia y la Comisión considera necesaria una pronta regulación en la que se 
recoja la definición de dependencia, la situación actual de su cobertura, los retos 
previstos y las posibles alternativas para su protección».

El propio texto constitucional, en sus artículos 49 y 50, se refiere a la aten-
ción a personas con discapacidad y personas mayores y a un sistema de servicios 
sociales promovido por los poderes públicos para el bienestar de los ciudadanos. 
Si en 1978 los elementos fundamentales de ese modelo de Estado del bienestar 
se centraban, para todo ciudadano, en la protección sanitaria y de la Seguridad 
Social, el desarrollo social de nuestro país desde entonces ha venido a situar a 
un nivel de importancia fundamental a los servicios sociales, desarrollados fun-
damentalmente por las Comunidades Autónomas, con colaboración especial del 
tercer sector, como cuarto pilar del sistema de bienestar, para la atención a las 
situaciones de dependencia.

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre de Promoción de la Autonomía Personal 
y Atención a las personas en situación de discapacidad regula las condiciones 
básicas de promoción de la autonomía personal y de atención a las personas en 
situación de dependencia mediante la creación de un Sistema para la Autonomía 
y Atención a la Dependencia (SAAD), con la colaboración y participación de 
todas las Administraciones Públicas.

3.2. Objeto de la ley
La presente Ley tiene por objeto regular las condiciones básicas que garanti-

cen la igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de ciudadanía a la promo-



ción de la autonomía personal y atención a las personas en situación 
de dependencia, en los términos establecidos en las leyes, mediante la creación 
de un Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, con la colabo-
ración y participación de todas las Administraciones Públicas y la garantía por la 
Administración General del Estado de un contenido mínimo común de derechos 
para todos los ciudadanos en cualquier parte del territorio del Estado español.

El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia responderá a 
una acción coordinada y cooperativa de la Administración General del Estado y 
las Comunidades Autónomas, que contemplará medidas en todas las áreas que 
afectan a las personas en situación de dependencia, con la participación, en su 
caso, de las Entidades Locales.

3.3. Definiciones

Para entender la ley hay que definir concepto:

1. Autonomía: la capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia ini-
ciativa, decisiones personales acerca de cómo vivir de acuerdo con las nor-
mas y preferencias propias así como de desarrollar las actividades básicas
de la vida diaria.

2. Dependencia: el estado de carácter permanente en que se encuentran las
personas que, por razones derivadas de la edad, la enfermedad o la dis-
capacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida de autonomía física, mental,
intelectual o sensorial, precisan de la atención de otra u otras personas o
ayudas importantes para realizar actividades básicas de la vida diaria o, en
el caso de las personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental,
de otros apoyos para su autonomía personal.

3. Actividades Básicas de la Vida Diaria (ABVD): las tareas más ele-
mentales de la persona, que le permiten desenvolverse con un mínimo
de autonomía e independencia, tales como: el cuidado personal, las ac-
tividades domésticas básicas, la movilidad esencial, reconocer personas y
objetos, orientarse, entender y ejecutar órdenes o tareas sencillas.

4. Necesidades de apoyo para la autonomía personal: las que requie-
ren las personas que tienen discapacidad intelectual o mental para hacer
efectivo un grado satisfactorio de autonomía personal en el seno de la
comunidad.

5. Cuidados no profesionales: la atención prestada a personas en situa-
ción de dependencia en su domicilio, por personas de la familia o de su
entorno, no vinculadas a un servicio de atención profesionalizada.



6. Cuidados profesionales: los prestados por una institución pública o
entidad, con y sin ánimo de lucro, o profesional autónomo entre cuyas
finalidades se encuentre la prestación de servicios a personas en situación
de dependencia, ya sean en su hogar o en un centro.

7. Asistencia personal: servicio prestado por un asistente personal que
realiza o colabora en tareas de la vida cotidiana de una persona en situa-
ción de dependencia, de cara a fomentar su vida independiente, promo-
viendo y potenciando su autonomía personal.

8. Tercer sector: organizaciones de carácter privado surgidas de la iniciativa
ciudadana o social, bajo diferentes modalidades que responden a criterios
de solidaridad, con fines de interés general y ausencia de ánimo de lucro,
que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los derechos sociales.

3.4. Principios

La Ley se inspira en los siguientes principios:

a) El carácter público de las prestaciones del Sistema para la Autonomía y
Atención a la Dependencia.

b) La universalidad en el acceso de todas las personas en situación de de-
pendencia, en condiciones de igualdad efectiva y no discriminación, en los
términos establecidos en esta Ley.

c) La atención a las personas en situación de dependencia de forma integral
e integrada.

d) La transversalidad de las políticas de atención a las personas en situación
de dependencia.

e) La valoración de las necesidades de las personas, atendiendo a criterios de
equidad para garantizar la igualdad real.

f) La personalización de la atención, teniendo en cuenta de manera especial
la situación de quienes requieren de mayor acción positiva como conse-
cuencia de tener mayor grado de discriminación o menor igualdad de
oportunidades.

g) El establecimiento de las medidas adecuadas de prevención, rehabilita-
ción, estímulo social y mental.

h) La promoción de las condiciones precisas para que las personas en si-
tuación de dependencia puedan llevar una vida con el mayor grado de
autonomía posible.

i) La permanencia de las personas en situación de dependencia, siempre
que sea posible, en el entorno en el que desarrollan su vida.



j) La calidad, sostenibilidad y accesibilidad de los servicios de atención a las
personas en situación de dependencia.

k) La participación de las personas en situación de dependencia y, en su
caso, de sus familias y entidades que les representen en los términos pre-
vistos en esta Ley.

l) La colaboración de los servicios sociales y sanitarios en la prestación de los
servicios a los usuarios del Sistema para la Autonomía y Atención a la De-
pendencia que se establecen en la presente Ley y en las correspondientes
normas de las Comunidades Autónomas y las aplicables a las Entidades
Locales.

m) La participación de la iniciativa privada en los servicios y prestaciones de
promoción de la autonomía personal y atención a la situación de depen-
dencia.

n) La participación del tercer sector en los servicios y prestaciones de promo-
ción de la autonomía personal y atención a la situación de dependencia.

o) La cooperación interadministrativa.

p) La integración de las prestaciones establecidas en esta Ley en las redes
de servicios sociales de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de las
competencias que tienen asumidas, y el reconocimiento y garantía de su
oferta mediante centros y servicios públicos o privados concertados.

q) La inclusión de la perspectiva de género, teniendo en cuenta las distintas
necesidades de mujeres y hombres.

r) Las personas en situación de gran dependencia serán atendidas de mane-
ra preferente.

3.5. Derechos y obligaciones de las personas en 
situación de dependencia

Según el artículo 4 las personas en situación de dependencia tendrán dere-
cho, con independencia del lugar del territorio del Estado español donde residan, 
a acceder, en condiciones de igualdad, a las prestaciones y servicios previstos en 
esta Ley, en los términos establecidos en la misma.

Asimismo, las personas en situación de dependencia disfrutarán de todos los 
derechos establecidos en la legislación vigente, y con carácter especial de los 
siguientes:

a) A disfrutar de los derechos humanos y libertades fundamentales, con ple-
no respeto de su dignidad e intimidad.



b) A recibir, en términos comprensibles y accesibles, información completa y
continuada relacionada con su situación de dependencia.

c) A ser advertido de si los procedimientos que se le apliquen pueden ser
utilizados en función de un proyecto docente o de investigación, siendo
necesaria la previa autorización, expresa y por escrito, de la persona en
situación de dependencia o quien la represente.

d) A que sea respetada la confidencialidad en la recogida y el tratamiento de
sus datos, de acuerdo con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre,
de Protección de Datos de Carácter Personal.

e) A participar en la formulación y aplicación de las políticas que afecten a su
bienestar, ya sea a título individual o mediante asociación.

f) A decidir, cuando tenga capacidad de obrar suficiente, sobre la tutela de su
persona y bienes, para el caso de pérdida de su capacidad de autogobierno.

g) A decidir libremente sobre el ingreso en centro residencial.

h) Al ejercicio pleno de sus derechos jurisdiccionales en el caso de interna-
mientos involuntarios, garantizándose un proceso contradictorio.

i) Al ejercicio pleno de sus derechos patrimoniales.

j) A iniciar las acciones administrativas y jurisdiccionales en defensa del de-
recho que reconoce la presente Ley en el apartado 1 de este artículo. En
el caso de los menores o personas incapacitadas judicialmente, estarán
legitimadas para actuar en su nombre quienes ejerzan la patria potestad o
quienes ostenten la representación legal.

k) A la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad univer-
sal, en cualquiera de los ámbitos de desarrollo y aplicación de esta Ley.

l) A no sufrir discriminación por razón de orientación o identidad sexual.

Los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para promover y ga-
rantizar el respeto de los derechos enumerados en el párrafo anterior, sin más li-
mitaciones en su ejercicio que las directamente derivadas de la falta de capacidad 
de obrar que determina su situación de dependencia.

Las personas en situación de dependencia y, en su caso, sus familiares o 
quienes les representen, así como los centros de asistencia, estarán obligados a 
suministrar toda la información y datos que les sean requeridos por las adminis-
traciones competentes para la valoración de su grado de dependencia, a comu-
nicar todo tipo de ayudas personalizadas que reciban, a aplicar las prestaciones 
económicas a las finalidades para las que fueron otorgadas y a cualquier otra 
obligación prevista en la legislación vigente.



3.6. Titulares de derechos

Son titulares de los derechos establecidos en la presente Ley los españoles que 
cumplan los siguientes requisitos: (art. 5)

a) Encontrarse en situación de dependencia en alguno de los grados
establecidos.

b) Para los menores de 3 años se estará a lo dispuesto en la disposición
adicional decimotercera, por la que se establecen sistemas específicos para
facilitar la atención temprana y la rehabilitación de sus capacidades físicas,
mentales e intelectuales.

c) Residir en territorio español y haberlo hecho durante cinco años,
de los cuales dos deberán ser inmediatamente anteriores a la fe-
cha de presentación de la solicitud. Para los menores de cinco años
el periodo de residencia se exigirá a quien ejerza su guarda y custodia.

Las personas que, reuniendo los requisitos anteriores, carezcan de la nacio-
nalidad española se regirán por lo establecido en la Ley Orgánica 4/2000, de 
11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, en los tratados internacionales y en los convenios que se esta-
blezcan con el país de origen. Para los menores que carezcan de la nacionalidad 
española se estará a lo dispuesto en las Leyes del Menor vigentes, tanto en el 
ámbito estatal como en el autonómico, así como en los tratados internacionales.

El Gobierno podrá establecer medidas de protección a favor de los españoles 
no residentes en España.

El Gobierno establecerá, previo acuerdo del Consejo Territorial del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia, las condiciones de acceso al 
Sistema de Atención a la Dependencia de los emigrantes españoles retornados.

3.7. El Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia

El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia garantiza las con-
diciones básicas y el contenido de la Ley; sirve de cauce para la colaboración y 
participación de las Administraciones Públicas, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias, en materia de promoción de la autonomía personal y la atención 
y protección a las personas en situación de dependencia; optimiza los recursos 
públicos y privados disponibles, y contribuye a la mejora de las condiciones de 
vida de los ciudadanos.



El Sistema se configura como una red de utilización pública que integra, de 
forma coordinada, centros y servicios, públicos y privados.

La integración en el Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia 
de los centros y servicios a que se refiere este artículo no supondrá alteración 
alguna en el régimen jurídico de su titularidad, administración, gestión y depen-
dencia orgánica.

Niveles de protección del Sistema

La protección de la situación de dependencia por parte del Sistema se pres-
tará en los términos establecidos en esta Ley y de acuerdo con los siguientes 
niveles:

1.º  El nivel de protección mínimo establecido por la Administración Ge-
neral del Estado.

2.º  El nivel de protección que se acuerde entre la Administración
General del Estado y la Administración de cada una de las Co-
munidades Autónomas a través de Convenios.

3.º  El nivel adicional de protección que pueda establecer cada Comuni-
dad Autónoma.

Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía 
y Atención a la Dependencia

Se crea el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Au-
tonomía y Atención a la Dependencia como instrumento de cooperación para la 
articulación de los servicios sociales y la promoción de la autonomía y atención 
a las personas en situación de dependencia.

Este Consejo estará adscrito al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, a través de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad, 
y estará constituido por la persona titular de dicho Ministerio, que ostentará su 
presidencia, y por los Consejeros competentes en materia de servicios sociales 
y de dependencia de cada una de las comunidades autónomas, recayendo 
la Vicepresidencia en uno de ellos. Adicionalmente, cuando la materia de los 
asuntos a tratar así lo requiera, podrán incorporarse al Consejo otros represen-
tantes de la Administración General del Estado o de las comunidades autóno-
mas, como asesores especialistas, con voz pero sin voto. En la composición 
del Consejo Territorial tendrán mayoría los representantes de las comunidades 
autónomas.



Sin perjuicio de las competencias de cada una de las Administraciones Pú-
blicas integrantes, corresponde al Consejo, además de las funciones que expresa-
mente le atribuye esta Ley, ejercer las siguientes:

a) Acordar el Marco de cooperación interadministrativa

b) Establecer los criterios para determinar la intensidad de protección de los
servicios previstos

c) Acordar las condiciones y cuantía de las prestaciones económicas previs-
tas.

d) Adoptar los criterios de participación del beneficiario en el coste de los
servicios.

e) Acordar el baremo, con los criterios básicos del procedimiento de valora-
ción y de las características de los órganos de valoración.

f) Acordar, en su caso, planes, proyectos y programas conjuntos.

g) Adoptar criterios comunes de actuación y de evaluación del Sistema.

h) Facilitar la puesta a disposición de documentos, datos y estadísticas comu-
nes.

i) Establecer los mecanismos de coordinación para el caso de las personas
desplazadas en situación de dependencia.

j) Informar la normativa estatal de desarrollo en materia de dependencia

k) Servir de cauce de cooperación, comunicación e información entre las
Administraciones Públicas.

Asimismo, corresponde al Consejo Territorial conseguir la máxima coherencia 
en la determinación y aplicación de las diversas políticas sociales ejercidas por 
la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas mediante 
el intercambio de puntos de vista y el examen en común de los problemas que 
puedan plantearse y de las acciones proyectadas para afrontarlos y resolverlos.

3.8. Prestaciones y catálogo de servicios de atención 
del sistema para la autonomía y atención a la 
dependencia

Prestaciones del sistema

Objetivos de las prestaciones de dependencia

 El artículo 13 de la Ley de Dependencia señala que la atención a las personas 
en situación de dependencia y la promoción de su autonomía personal deberán 



orientarse a la consecución de una mejor calidad de vida y autonomía personal, 
en un marco de efectiva igualdad de oportunidades, de acuerdo con los siguien-
tes objetivos:

a) Facilitar una existencia autónoma en su medio habitual, todo el tiempo
que desee y sea posible.

b) Proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal,
familiar y social, facilitando su incorporación activa en la vida de la comu-
nidad.

Prestaciones de atención a la dependencia

A) Prestaciones de servicios:

El art. 15 de la Ley establece el catálogo de servicios sociales de promo-
ción de la autonomía personal y de atención a la dependencia establecien-
do, entre otros, los siguientes:
a) Los servicios de prevención de las situaciones de dependencia y los de

promoción de la autonomía personal.
b) Servicio de Teleasistencia.
c) Servicio de Ayuda a domicilio.
d) Servicio de Centro de Día y de Noche.
e) Servicio de Atención Residencial.

B) Prestaciones económicas que se plasmarán de la siguiente forma:

a) Prestación económica vinculada al servicio: Tendrá carácter periódico,
se reconocerá, únicamente cuando no sea posible el acceso a un servi-
cio público o concertado de atención y cuidado, en función del grado y
nivel de dependencia y de la capacidad económica del beneficiario.

b) Prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a
cuidadores no profesionales.

c) Prestación económica de asistencia personal: tiene como finalidad la
promoción de la autonomía de las personas con gran dependencia.

Su objetivo es contribuir a la contratación de una asistencia personal, du-
rante un número de horas, que facilite al beneficiario el acceso a la edu-
cación y al trabajo, así como una vida más autónoma en el ejercicio de las 
actividades básicas de la vida diaria.

Cuantía de las prestaciones económicas

La cuantía de las prestaciones económicas se acordará por el Consejo Te-
rritorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, para su 
aprobación posterior por el Gobierno mediante Real Decreto.



El R.D. 1051/2013, de 27 de diciembre, es la norma por la que se regulan las 
prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, esta-
blecidas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia 

Grados de dependencia

La situación de dependencia se clasificará en los siguientes grados:

a) Grado I. Dependencia moderada: cuando la persona necesita ayuda
para realizar varias actividades básicas de la vida diaria, al menos una vez
al día o tiene necesidades de apoyo intermitente o limitado para su auto-
nomía personal.

b) Grado II. Dependencia severa: cuando la persona necesita ayuda para
realizar varias actividades básicas de la vida diaria dos o tres veces al día,
pero no quiere el apoyo permanente de un cuidador o tiene necesidades
de apoyo extenso para su autonomía personal.

c) Grado III. Gran dependencia: cuando la persona necesita ayuda para
realizar varias actividades básicas de la vida diaria varias veces al día y, por
su pérdida total de autonomía física, mental, intelectual o sensorial, nece-
sita el apoyo indispensable y continuo de otra persona o tiene necesidades
de apoyo generalizado para su autonomía personal.

Valoración de la situación de dependencia (art. 27)

Las comunidades autónomas determinarán los órganos de valoración de la 
situación de dependencia, que emitirán un dictamen sobre el grado de depen-
dencia con especificación de los cuidados que la persona pueda requerir. El Con-
sejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia deberá acordar unos criterios comunes de composición y ac-
tuación de los órganos de valoración de las comunidades autónomas que, en 
todo caso, tendrán carácter público.

Los grados de dependencia, a efectos de su valoración, se determinarán me-
diante la aplicación del baremo que se acuerde en el Consejo Territorial de Servi-
cios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia para 
su posterior aprobación por el Gobierno mediante real decreto. Dicho baremo 
tendrá entre sus referentes la Clasificación Internacional del Funcionamiento, la 
Discapacidad y la Salud (CIF) adoptada por la Organización Mundial de la Sa-
lud. No será posible determinar el grado de dependencia mediante otros proce-
dimientos distintos a los establecidos por este baremo.



El baremo establecerá los criterios objetivos de valoración del grado de au-
tonomía de la persona, de su capacidad para realizar las distintas actividades 
de la vida diaria, los intervalos de puntuación para cada uno de los grados de 
dependencia y el protocolo con los procedimientos y técnicas a seguir para la 
valoración de las aptitudes observadas, en su caso.

El baremo valorará la capacidad de la persona para llevar a cabo por sí mis-
ma las actividades básicas de la vida diaria, así como la necesidad de apoyo y 
supervisión para su realización por personas con discapacidad intelectual o con 
enfermedad mental.

La valoración se realizará teniendo en cuenta los correspondientes informes 
sobre la salud de la persona y sobre el entorno en el que viva, y considerando, en 
su caso, las ayudas técnicas, órtesis y prótesis que le hayan sido prescritas.

3.9. Órganos consultivos del sistema para la 
autonomía y atención a la dependencia

Órganos consultivos

Serán órganos consultivos de participación institucional del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia los siguientes:

– El Comité Consultivo del Sistema para la Autonomía y Atención a la De-
pendencia.

– El Consejo Estatal de Personas Mayores.

– El Consejo Nacional de la Discapacidad.

– El Consejo Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de Acción So-
cial.

Las funciones de dichos órganos serán las de informar, asesorar y formular 
propuestas sobre materias que resulten de especial interés para el funcionamien-
to del Sistema.

Comité Consultivo

El artículo 40 de la ley, señala que se crea el Comité Consultivo del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia como órgano asesor, adscrito al 
Ministerio de Sanidad y Servicios Sociales y Igualdad, mediante el cual se hace 
efectiva, de manera permanente, la participación social en el Sistema y se ejerce 
la participación institucional de las organizaciones sindicales y empresariales en 
el mismo.



Sus funciones serán las de informar, asesorar y formular propuestas sobre ma-
terias que resulten de especial interés para el funcionamiento de dicho Sistema.

La composición del Comité tendrá carácter tripartito, en tanto que integrado 
por las Administraciones públicas, las organizaciones empresariales y las organi-
zaciones sindicales, y paritario entre Administraciones Públicas por una parte y 
organizaciones sindicales y empresariales por otra, en los términos establecidos 
en el siguiente apartado. Los acuerdos del Comité se adoptarán por mayoría de 
los votos emitidos en cada una de las partes, requiriendo así la mayoría de los 
votos de las Administraciones Públicas y la mayoría de los votos de las organiza-
ciones sindicales y empresariales.

El Comité Consultivo estará presidido por el representante de la Administra-
ción General del Estado que designe el titular del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales. Su funcionamiento se regulará por su reglamento interno. Estará inte-
grado por los siguientes miembros, nombrados en los términos que se establez-
can reglamentariamente:

a) Seis representantes de la Administración General del Estado.

b) Seis representantes de las administraciones de las Comunidades Autóno-
mas.

c) Seis representantes de las Entidades locales.

d) Nueve representantes de las organizaciones empresariales más representa-
tivas.

e) Nueve representantes de las organizaciones sindicales más representativas.

3.10. Acción administrativa contra el fraude

Las Administraciones Públicas velarán por la correcta aplicación de los fondos 
públicos destinados al Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, 
evitando la obtención o disfrute fraudulento de sus prestaciones y de otros be-
neficios o ayudas económicas que puedan recibir los sujetos que participen en 
el Sistema o sean beneficiarios del mismo. Igualmente establecerán medidas de 
control destinadas a detectar y perseguir tales situaciones.

A tales efectos, las Administraciones Públicas desarrollarán actuaciones de 
vigilancia del cumplimiento de esta Ley y ejercerán las potestades sancionadoras 
c, haciendo uso, en su caso, de las fórmulas de cooperación interadministrativa 
contenidas en esta Ley.




